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Medellín, treinta y uno (31) de agosto de dos mil veintidós (2022)1 

Proceso  DECLARATIVO RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL 

Radicado  05001 31 03 013 2019 00324 01 

Demandante  JAMES ALEJANDRO CORRALES 
MÓNICA DEL PILAR SERNA JIMÉNEZ 

Demandado  SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR S.A. 
OPERACIONES NACIONALES DE MERCADEO LTDA. 
LUIS JORGE DIAZ ALARCÓN 

Juzgado Origen TRECE CIVIL CIRCUITO MEDELLÍN  

  
Decide la Sala la apelación de la sentencia en el proceso de la referencia. 
 

1. ANTECEDENTES. 
  
1.1 DEMANDA2. 
 
Pretende la parte actora que se declare la responsabilidad de Operaciones 
Nacionales de Mercadeo Ltda., y Luis Jorge Díaz Alarcón, en consecuencia, 
se condene solidariamente al pago de indemnización de perjuicios en 
favor de James Alejandro Corrales3 en la modalidad de daño emergente y 
lucro cesante consolidado y futuro, daños morales y a la vida en relación 
y, en favor de Mónica del Pilar Serna Jiménez 4  por daños morales y; 
adicionalmente, se declare que Seguros Comerciales Bolívar S.A., se 
encuentra obligada a cubrir la indemnización de perjuicios. 
 
Expuso que el 2 de noviembre de 2017 en el kilómetro 22+940 metros del 
municipio de Santa Bárbara ocurrió un accidente de tránsito en el que se 
vio involucrado el tractocamión de placas WNM-251, asegurado por la 
compañía Seguros Bolívar S.A., conducido por Luis Jorge Díaz Alarcón, de 
propiedad de la empresa Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda., y; la 
motocicleta de placas FKG56D conducida por James Alejandro Corrales, 
siniestro que ocurrió porque el conductor del tractocamión, sin ningún 
tipo de precaución, invadió el carril por el cual se encontraba conduciendo 
el demandante, lo impactó y lo lesionó gravemente. 
 
Refirió que las lesiones fueron objeto de valoración en la E.S.E. Hospital 
Santamaría de Santa Bárbara. Además, se determinó en dictamen de 
medicina legal incapacidad médico legal definitiva de 120 días, 
“deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente; 
Perturbación funcional de miembro superior derecho de carácter 
permanente; Perturbación funcional de miembro superior izquierdo de 
carácter permanente; Perturbación funcional de órgano de la prensión de 
carácter permanente; Perturbación funcional de órgano de la pinza de 
carácter permanente; Perturbación funcional de miembro inferior 
                                        
1 Discutido en Sala del 14 de septiembre de 2022. 
2 Ver ruta carpeta archivo 00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO / archivo 2019-00324 Cdno 1 páginas 4 a 18. 
3 Pretende las siguientes sumas de dinero: Daño emergente consolidado ($28.336.000); Daño emergente 
futuro ($191.884.959); Lucro cesante consolidado ($24.731.859); Lucro Cesante Futuro ($258.471.138); Daño 
Moral ($100 SMMLV); Daño a la vida en relación (100 SMMLV). 
4 Por daño moral reclama 100 SMMLV 
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izquierdo de carácter transitorio; Perturbación funcional de órgano de la 
locomoción de carácter transitorio”; “secuela de perturbación psíquica 
permanente”. El actor fue calificado con una pérdida de capacidad laboral 
de 52.78% por la Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia. 
 
Afirmó que James Alejandro laboraba para el día del siniestro en 
Operadores de Servicios S.A. ESP como controlador de niveles de tanques 
de almacenamiento y devengaba una suma promedio mensual de 
$899.000. Adicionalmente, pertenecía a la entidad Arbisalón Antioquia, 
desempeñando funciones como autoridad de juzgamiento devengando en 
esta actividad un promedio mensual de $500.000 a $700.000. 
 
Agregó que el núcleo familiar de James Alejandro lo conformaba con su 
compañera permanente Mónica del Pilar Serna Jiménez, en ambos, las 
lesiones derivadas del accidente produjeron daños morales 
representados en sentimientos de sufrimiento, congoja, desmedro 
anímico y aflicción, con ocasión de los fuertes dolores que lo han 
acompañado desde el siniestro. Asimismo, generaron en el demandante 
daño a la vida en relación y en las condiciones de existencia, pues antes 
del accidente su condición era perfecta. Aunado a ello, incurrió en gastos 
de transporte para los servicios médicos requeridos y otros asuntos, así 
como erogaciones originadas en los cuidados personales del afectado, al 
punto de contratar una persona que le brinde acompañamiento y ayuda 
permanente para el desarrollo de actividades básicas como bañarse, 
vestirse o comer, lo que se instituye como daño emergente futuro, pues las 
secuelas permanentes impedirán que vuelva a recuperar su capacidad e 
independencia. 
 
1.2 CONTESTACIÓN. 
 
LUIS JORGE DÍAZ ALARCÓN y OPERACIONES NACIONALES DE 
MERCADEO LTDA.5 contestaron la demanda sin enunciar los hechos que 
admitían, los que negaban y los que no les constaban6, se opusieron a las 
pretensiones y al juramento estimatorio. 
 
Formularon las excepciones de mérito denominadas “Inexistencia al 
menos parcial de los perjuicios reclamados, cobro de lo no debido, 
compensación de culpas, inexistencia de solidaridad demandada, reducción 
del monto indemnizable, tasación excesiva de los perjuicios 
extrapatrimoniales, inexistencia de prueba documental”, medios exceptivos 
carentes de la expresión de su fundamento fáctico7; además, formularon 
la excepción “idoneidad profesional del conductor del automotor” fundada 
en que el conductor del tractocamión es una persona de reconocida 
experiencia y trayectoria en la conducción de vehículos pesados. 
 

                                        
5 Ibídem páginas 458 a 490; 492 a 528 
6 Según lo prevé el numeral 2 del artículo 96 del CGP 
7 Según el art. 96 núm. 3 del CGP la contestación a la demanda contendrá “3. Las excepciones de mérito que 
se quieran proponer contra las pretensiones del demandante, con expresión de su fundamento fáctico, el 
juramento estimatorio y la alegación del derecho de retención, si fuere el caso”. 
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SEGUROS COMERCIALES BOLÍVAR S.A.8 reconoció como ciertos algunos 
hechos, negó otros, respecto de otros no se pronunció porque dijo ser 
apreciaciones subjetivas y respecto de los demás manifestó que no le 
constan. 
 
Formuló como excepciones de mérito la “inexistencia de responsabilidad”, 
toda vez que no está probado que el señor Luis Jorge Díaz y/u Operaciones 
Nacionales de Mercadeo Ltda., hubieran causado el accidente, incurrido 
en culpa ni que la causa del accidente fuera esa supuesta culpa, recalcando 
que el demandante también se encontraba realizando una actividad 
peligrosa e; “inexistencia de responsabilidad de Seguros Comerciales 
Bolívar”, pues solo responde por los perjuicios que cause el asegurado. 
 
También se defendió sosteniendo “inexistencia o falta de prueba del daño 
y perjuicio”. En relación con el daño emergente consolidado manifestó no 
estar probados los rubros reclamados por gastos de transporte en la 
medida que incluye en tal concepto asuntos laborales y familiares que no 
tienen relación con el accidente y, respecto del pago por cuidados 
personales, los recibos aportados no guardan relación con el contrato de 
prestación de servicios, en un mismo mes y por los mismos días se 
reconocen valores distintos, además, los demandantes indicaron que al 
señor Corrales si lo cuidaba un tercero, pero ocasionalmente. En cuanto al 
daño emergente futuro recrimina el factor prestacional que se agrega en 
la liquidación y la necesidad del cuidado de una persona, pues no se tiene 
en cuenta las posibilidades de recuperación, dado que algunas de las 
patologías son temporales. Respecto del lucro cesante consolidado, no hay 
prueba que demuestre la relación laboral para noviembre de 2017, la 
certificación de Operadores de Servicios no está firmada, ni indica la 
asignación laboral para la fecha del accidente y el certificado de Arbisalón 
no demuestra vinculación laboral alguna, ni ingresos; en relación al lucro 
cesante futuro no está probado el ingreso del demandante, por lo que de 
reconocerse debe tomarse como base el salario mínimo y; en relación a los 
daños morales y a la vida en relación no se explicaron los criterios para la 
estimación. 
 
Así mismo, sostuvo “ausencia de nexo causal”, porque no está demostrada 
la conducta culposa del conductor y propietario demandados; 
“concurrencia de culpas”, por cuanto el demandante participó en la 
causación del daño y, de considerarse la responsabilidad deprecada, 
deberá reducirse la indemnización y; “cobro de lo no debido o más de lo 
debido”, pues las pretensiones exceden lo medianamente razonable y los 
criterios de la jurisprudencia. 
 
1.3 PRIMERA INSTANCIA9. 
 
El 17 de febrero de 2020 se profirió sentencia en audiencia pública, 
mediante la cual se declaró la responsabilidad civil y solidaria de 
Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda., y Luis Jorge Díaz Alarcón, a 
                                        
8 Ibidem páginas 531 a 569 
9 Ibidem páginas 651 y 652   
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quienes se condenó al pago de indemnización de perjuicios por daño 
emergente y lucro cesante consolidado y futuro, daño moral y a la vida de 
relación en favor de James Alejandro Corrales10 y, en favor de Mónica del 
Pilar Serna por daño moral 11 . Conjuntamente, se condenó a Seguros 
Comerciales Bolívar S.A., a reembolsar el pago de la condena, hasta el 
límite del valor asegurado. 
 
Previa referencia del marco normativo y jurisprudencial en que fundaba 
la decisión, la falladora situó el asunto en el régimen de responsabilidad 
civil establecida el art. 2356 del Código Civil, de manera que, el elemento 
culpa se presumía en cabeza del propietario y el conductor del 
tractocamión. Precisó que el caso se situaba en la concurrencia de 
actividades peligrosas, con ocasión de la conducción concomitante de 
vehículos, por lo que acudiría a la tesis de la intervención causal que ha 
sido acogida por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
analizando las particularidades del accidente y de quienes participaron en 
él, como se sostuvo en la Sentencia SC2107 de 2018.  
 
Como razón de la decisión, consideró la configuración de los presupuestos 
de la responsabilidad civil extracontractual. Recordó que conforme la 
fijación del litigio, la ocurrencia del accidente de tránsito ocurrido el 2 de 
noviembre de 2017 se estableció como probado.  
 
De igual forma, encontró acreditado el daño, según pruebas como el 
informe policial de tránsito expedido por la autoridad competente que 
describe las lesiones sufridas por James Alejandro Corrales, la historia 
clínica del Centro asistencial en Santa Bárbara, Antioquia y del Hospital 
General de Medellín en la fecha del accidente que da cuenta de los 
diagnósticos con ocasión del accidente. Además, las órdenes de consulta 
externa en el Hospital San Vicente Fundación, para ser atendido por 
médico especialista en rehabilitación con las respectivas evoluciones 
médicas, historia clínica de Salud Mental Integral SAS, que contiene 
diagnóstico de trastorno del estrés politraumático y episodio depresivo 
moderado, como consecuencia del accidente de tránsito e historia clínica 
de otras instituciones que atendieron las lesiones del afectado, el informe 
pericial de clínica forense del 26 de marzo de 2018 del Instituto Nacional 
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el cual se concluyó incapacidad 
médico legal definitiva de 120 días y secuelas de carácter permanente y 
transitorio, el dictamen de pérdida de capacidad laboral de la Junta 
Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia del 7 de marzo de 2019 
que atribuyó una pérdida del 52.78% con origen en el accidente de 
tránsito, pruebas que no ofrecieron reparo y, por tanto, concluyó la 
juzgadora que el origen de los diagnósticos fue el incidente ocurrido el 2 
de noviembre de 2017, el que estimó como la causa directa, eficiente y 
adecuada de las lesiones sufridas por James Alejandro Corrales. 
 

                                        
10 $28.280.000 por concepto de daño emergente consolidado; $191.884.959 por daño emergente futuro; 
$24.653.092 por lucro cesante consolidado; $171.391.020 por lucro cesante futuro; 60 SMMLV por daño 
moral y 65 SMMLV por daño a la vida en relación  
11 Por 25 SMMLV 
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Para establecer el nexo de causalidad, tuvo en cuenta que los vehículos 
que se vieron involucrados en el incidente, son disimiles o asimétricos en 
cuanto a su capacidad lesiva, la capacidad destructiva del rodante 
conducido por Luis Jorge era mucho mayor que la motocicleta en la que se 
desplazaba James Alejandro; que según el informe policial de tránsito, el 
incidente ocurrió en una vía recta con curva, con una sola calzada, bien 
asfaltada con línea central continúa amarilla y condiciones normales de 
visibilidad, que se planteó como hipótesis del accidente adelantar 
invadiendo carril y la posición final del tractocamión se dio en el carril 
derecho, es decir por el que el vehículo debía transitar, así como una huella 
de arrastre de 46 metros que inicia en el carril izquierdo, por el que 
transitaba la motocicleta y finaliza justo en el carril derecho en el punto 
donde se detiene el tractocamión. Además, que en la versión libre que 
rindió el señor Luis Jorge ante la Inspección de Policía y Tránsito del 
Municipio de Santa Bárbara respondió que, debido a que dos vehículos 
que transitaban delante suyo activaron las direccionales para adelantar 
por el carril izquierdo, el procedió a hacer lo mismo, dijo que estaba de 
acuerdo con el informe de tránsito del accidente, que no había visto la 
motocicleta antes y que no le dio tiempo de nada, que intentó frenar pero 
que no pudo evitar el accidente; asimismo, apreció la Resolución No 538 
del 12 de diciembre de 2017, mediante la cual la Inspectora de Tránsito 
declaró contravencionalmente responsable a Luis Jorge y exoneró a James 
Alejandro. 
 
Señaló que no se configuró una causa extraña que tuviese la capacidad de 
derruir el nexo causal, que la prueba era contundente, pues si bien el señor 
Luis Jorge, tras aceptar su responsabilidad, dijo que James Alejandro se 
desplazaba a exceso de velocidad, ello no tenía sustento probatorio. Por el 
contrario, las circunstancias del accidente dan cuenta de la infracción del 
señor Luis Jorge a varias disposiciones del Código Nacional de Tránsito, 
esto es, los artículos 60, 61 y 73. Aseveró que se trataba de una vía con una 
sola calzada en doble sentido, de manera que, ante la intención de Luis 
Jorge de adelantar por el carril izquierdo, él debía cerciorarse de que dicha 
maniobra no ofrecía peligro alguno para otros actores viales, que, el 
mismo reconoció en la Inspección de Tránsito que atravesaba el carril 
izquierdo y que no pudo evitar la presencia del motociclista. Agregó que, 
dado que la línea separadora central de los dos carriles era continúa y en 
el punto en el que se realizó la maniobra era una curva, le estaba prohibido 
adelantar, máxime cuando admitió que, delante suyo había otro vehículo, 
lo que le impedía y obstaculizaba su visibilidad. Consideró que la 
maniobra de adelantamiento descuidada, imperita y ligera del conductor 
del tractocamión fue la que le ocasionó las lesiones físicas a James 
Alejandro. Concluyó de tal manera, la acreditación de los elementos de la 
responsabilidad y despachó desfavorablemente las excepciones de mérito 
propuestas en tal sentido. 
 
En punto a la solidaridad entre propietario y conductor, teniendo en 
cuenta que se propuso como excepción inexistencia de solidaridad, señaló 
que se estableció que, tanto el propietario como el conductor ostentaban 
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la dirección y el manejo de la actividad, situación que conducía a predicar 
la solidaridad en los términos del art. 2344 del CC.  
 
En lo atinente al factor dinerario a partir del cual se realizaría la 
indemnización y los límites temporales, indicó que dadas las 
circunstancias y la prueba documental con historia clínica que daban 
cuenta de que James Alejandro debió desplazarse en múltiples ocasiones 
de Santa Bárbara a Medellín para cumplir citas médicas y terapias, no 
halló asomo de duda de que se trataba de gastos vinculados al accidente. 
En cuanto a su tasación, tuvo en cuenta el contrato y los recibos de pago 
aportados, sin que existiera motivo fundado para restarle credibilidad, de 
conformidad con lo establecido en el art. 262 del CGP, por tanto, se 
reconoció la suma de $8’480.000. 
 
En relación a los cuidados personales, concluyó que James Alejandro no 
podía caminar y realizar actividades cotidianas sin ayuda de un tercero, 
que su autosuficiencia se vio afectada, así, reconoció la suma de 
$19’800.000, en virtud del contrato aportado y la sumatoria de los recibos. 
 
Frente al daño emergente futuro, consideró que James Alejandro 
requerirá por el resto de su vida de una persona que le brinde 
acompañamiento y cuidado personal, que la movilidad de James dependía 
de otras personas desde lo más básico. Desde tal punto de vista, requería 
la contratación de un tercero, a quien debe pagársele cuando menos un 
SMMLV. Para calcular el daño emergente futuro, tomó el valor de un 
SMMLV incrementado en un 25% correspondiente a las prestaciones 
sociales para un total entonces de $1’035.145 multiplicada por el número 
de meses que tiene como expectativa de vida, resultando un total de 
$191’884.959.  
 
En lo atinente al lucro cesante, precisó que es pacífica la jurisprudencia 
respecto de las fuentes de las obligaciones y las implicaciones que tiene en 
la indemnización integral a la víctima, de manera que, el valor de la 
pensión a cargo del SGSS no podía ser descontada de la indemnización, 
pues sería premiar el actuar del victimario. Para la tasación, apreció las 
certificaciones y liquidaciones de nómina, así como los testimonios que 
depusieron sobre las labores que desempeñaba James Alejandro, indicó 
que el ingreso mensual se calculaba en $1’399.000, derivado del salario 
como controlador de niveles de tanque de almacenamiento en la empresa  
OPERADORA DE SERVICIOS correspondiente a la suma de $899.000 
mensuales, aunado al promedio mensual de $500.000 por sus labores 
como autoridad de juzgamiento de partidos de futbol de salón. Explicó a 
continuación que, para el cálculo se tenía en cuenta el porcentaje de 
pérdida de capacidad laboral (52.78%) y la base para liquidar el lucro 
cesante sería la suma de los dineros que percibía el demandante por las 
dos actividades que desempeñaba, incrementados en un 25% por 
concepto de las prestaciones sociales ($224.750) para un total de 
$1’623.000, suma a la que aplicó el porcentaje de pérdida de capacidad 
laboral (52.78%), resultando una base para liquidar el lucro cesante de 
$856.619, desde la fecha del accidente hasta la fecha de la sentencia para 
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el lucro cesante consolidado y, para el futuro tendría en cuenta igual base 
y la expectativa de vida del demandado restando el valor del lucro cesante 
pasado. 
 
Aseguró que claramente advertía el daño moral, pues las lesiones físicas 
le han causado congoja y afectaciones psíquicas a James Alejandro. 
También Mónica se ha visto afectada, toda vez que lo sucedido repercute 
anímicamente la pareja, por tanto, reconocería dicho concepto en las 
sumas de 60 y 25 SMMLV respectivamente. Igualmente, el daño a la vida 
de relación atendiendo a las secuelas médico legales y las condiciones que 
llevaba con anterioridad, por cuanto enfrenta secuelas permanentes 
respecto de la movilidad de sus miembros superiores, así como 
restricciones que impliquen largas jornadas de pie, estimó razonable 
indemnizar dicho perjuicio en la suma de 65 SMMLV. 
 
Por último, frente a la aseguradora indicó que se acreditó la existencia de 
la póliza con las condiciones generales y específicas, que el valor máximo 
de cobertura es de 1000 SMMLV para el año 2017 y teniendo en cuenta 
que los valores reconocidos en suma no exceden el valor de la cobertura, 
resultaba procedente el reembolso de la indemnización a los demandados. 
 
1.4 TRÁMITE DE LA APELACIÓN. 
 
La sentencia de primera instancia fue proferida en audiencia y notificada 
en estrados, inmediatamente fue apelada por las partes, la demandante 
precisó verbalmente los reparos frente a la decisión y luego los 
complementó por escrito, la parte demandada los formuló por escrito 
dentro de los tres días siguientes a la finalización de la audiencia. La alzada 
fue admitida mediante auto del primero (1°) de julio de 2020. 
 
Considerando el actual estado de emergencia sanitaria, se dio aplicación al 
artículo 14 del Decreto Legislativo 806 de 2020 12 , concediéndole a los 
apelantes la oportunidad para sustentar el recurso, la sustentación fue 
remitida a los correos electrónicos de la contraparte, por consiguiente, se 
prescindió del traslado secretarial en los términos del parágrafo del art. 9 
ibidem, sin que se aportara réplica en el término legal13. 
  

2. CONTROL DE LEGALIDAD Y COMPETENCIA DEL SUPERIOR.  
 
En atención a lo dispuesto en el numeral 12 del artículo 42 y en el artículo 
132 del Código General del Proceso, se aprecian reunidos los 
presupuestos procesales para emitir sentencia porque se verificó la 
demanda en forma y su trámite adecuado, la competencia del juez, la 
capacidad para ser parte y acudir al proceso respecto de los extremos del 
litigio y, no se advierten vicios ni irregularidades que configuren nulidad. 

                                        
12  Mediante la Ley 2213 de 2022, se acogió como legislación permanente las disposiciones de dicho decreto 
para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, la ley 
conserva en el artículo 12 la disposición del artículo 14 del decreto en cuanto al trámite de la apelación de 
sentencias en materia civil y familia.  
13 Ver constancia secretarial archivo 020. CONSTANCIA INGRESO A DESPACHO ABRIL 6 DE 2021 
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Por disposición del artículo 328 de la misma obra, salvo decisiones que se 
deban adoptar de oficio, esta sala limita el análisis a los reparos concretos 
efectuados por la parte apelante en contra de la decisión de primera 
instancia.  
 

3. REPAROS CONCRETOS. 
 
Con el propósito de que se modifique la decisión de primera instancia en 
relación a la cuantificación de la indemnización de perjuicios por lucro 
cesante y extrapatrimoniales, la parte actora formuló motivos de 
inconformidad. Por su parte, la pasiva presentó sus censuras frente a la 
decisión, pretendiendo que se revoque la declaratoria de responsabilidad 
civil o, en su defecto, se reduzca la indemnización. Las partes no ejercieron 
derecho de réplica. Con base en las intervenciones de los recurrentes, se 
establecerán los problemas jurídicos objeto del estudio. 
 
3.1 Reparos demandante14. 
 

a. Tasación del lucro cesante. Reprocha la base de liquidación del 
lucro cesante respecto del salario promedio mensual del demandante, 
al aplicarle el porcentaje de pérdida de capacidad laboral dictaminado, 
equivalente al 52.78%, porque desconoce la jurisprudencia y el artículo 
38 de la Ley 100 de 1993, que define a una persona como inválida 
cuando pierde más del 50% de su capacidad laboral, en su criterio, la 
base debía realizarse con base en el 100% de los ingresos de la víctima.  
 
b. Tasación de perjuicios extrapatrimoniales. Recriminó que la 
juez se apartara de los criterios referidos en la sentencia de unificación 
del 28 de agosto de 2014 del Consejo de Estado, Exp. 31172 y sin tener 
en consideración que la pérdida de capacidad laboral del lesionado era 
superior al 50% para la cuantificación del daño moral. Frente a la 
tasación del daño a la vida de relación, citó las sentencias de unificación 
del 14 de septiembre de 2011 exps. 19031 y 38022 de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado que establecen en 
materia indemnizatoria de 10 a 100 SMMLV y la posibilidad de 
aumentar a 400 SMMLV, de tal forma, expresó su desacuerdo con las 
sumas impuestas, pues el accidente le generó al demandante 
incapacidad absoluta y permanente, inaptitud deportiva y del arbitraje 
que habitualmente realizaba, a su juicio, la indemnización por perjuicios 
extrapatrimoniales en ambas categorías no podía ser inferior a 100 
SMMLV. 

 
3.2 Reparos de Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda. y Luis 

Jorge Díaz Alarcón. 
 

a. Incidencia causal del demandante. Acusa el fallo de omisión en 
la valoración probatoria para establecer el grado de responsabilidad de 

                                        
14 Ver ruta carpeta 00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO / archivo 2019-00324 Cdno 2 Tribunal / páginas 16 a 26 



       
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 
Rad. 05001 31 03 013 2019 00324 01 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

 
TSMSENTENCIACIVILSEGUNDAINSTANCIAV022022      Página 9 de 37 

los actores viales involucrados en el accidente, pues hay incidencia 
causal proveniente del motociclista por disminución del nivel de 
atención, precaución y prevención que deriva del largo trayecto que 
recorría, la exposición al viento, frio y lluvia, la conducción en horas de 
circulación de vehículos de carga y el agotamiento que genera la 
conducción de una motocicleta, estimó que tales factores 
incrementaron el riesgo, debiéndose dar aplicación al art. 2357 del C.C. 
 
b. Reconocimiento del daño emergente. Reprocha el 
reconocimiento de daño emergente por concepto de transporte, pues 
los valores reclamados no están contemplados en alguna contabilidad o 
relación y no hubo detrimento patrimonial, toda vez que la demandante 
manifestó que para el pago de tal rubro recibieron obsequios 
económicos de amigos y familiares. En cuanto a la contratación de un 
tercero, no se demostró que constituyera un costo permanente, la 
cuidadora cumplía también actividades domésticas y no tiene idoneidad 
para atender un paciente, tampoco refieren los experticios médicos que 
se tratara de una recomendación o necesidad; aunado a ello, hay duda 
sobre su necesidad vitalicia e incertidumbre sobre la recuperación del 
demandante. 

 
3.3 Reparos de Seguros Comerciales Bolívar S.A. 
 

a. Inexistencia de responsabilidad o incidencia causal del 
demandante. Censura que no se tuvo en cuenta todas las pruebas 
relacionadas con la inexistencia de responsabilidad de Luis Jorge Diaz, 
o por lo menos la concurrencia de culpas, pues en interrogatorio el 
conductor del tractocamión manifestó que James Alejandro conducía a 
alta velocidad. Además, estima posible concluir que el tractocamión 
venía cargado y conducía a una velocidad aproximada de 25-30 km/h., 
al momento de la colisión, que si James Alejandro no hubiera transitado 
a alta velocidad hubiera tenido la posibilidad de maniobrar con el fin de 
evitar el accidente, debiéndose considerar que, los conductores 
coincidieron ante la Inspección que fue la motocicleta la que impactó el 
tractocamión. 
 
b. Falta de prueba del daño y perjuicio.  
 
- Daño emergente consolidado. Recrimina los supuestos gastos de 
transporte que tuvieron origen en el accidente para asuntos laborales y 
familiares cuando los mismos no tienen relación con el accidente, que 
los recibos omitan información exacta de los trayectos y que en 
interrogatorio el demandante confesó que los recibos fueron obtenidos 
con ocasión de la demanda, lo que cuestiona la prueba, más aún cuando 
no concuerdan con las fechas de atención médica. 
 
Asimismo, disputa los pagos por cuidados personales, por cuanto los 
valores de los recibos no guardan relación con el valor del contrato, los 
pagos son inconsistentes en mismos periodos de tiempo, no se tiene 
sustento de la cantidad de veces que la señora María Jiménez ha cuidado 
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al demandante, ni que sea una circunstancia permanente, pues según 
informaron los demandantes a la Junta Regional de Calificación, el 
cuidado por parte de un tercero es ocasional. Además, la demandante 
manifestó que descansaba tres días a la semana, tiempo en el cual era 
ella quien cuidaba a James Alejandro y que los días festivos la señora 
Jiménez no cuidaba al demandante, siendo una ayuda de la que se podía 
prescindir y, frente a la falta de solicitud de ratificación que señaló la a 
quo, no era su carga llenar los vacíos probatorios de la parte actora. 
 
- Daño emergente futuro. Adujo que no había prueba que sustentara 
que el señor James Alejandro requiera de una cuidadora por el resto de 
su vida, pues ha presentado alguna mejoría, aunque sea poca, su 
incapacidad no es total y algunas patologías son temporales. De 
estimarse el reconocimiento de este rubro, no podría liquidarse con un 
incremento del salario en un 25%, porque no se acreditó una relación 
laboral con un tercero. 
 
- Lucro cesante. Censura su reconocimiento porque el demandante 
manifestó que seguía vinculado laboralmente con la empresa y que le 
pagan por las incapacidades, en su sentir, reconocerlo implicaría un 
doble salario y un resarcimiento doble. Igual situación se presentaría si 
se le otorgara pensión de invalidez al demandante. De considerarse el 
reconocimiento indemnizatorio, debía estimarse que no hay pruebas 
que demuestren el ingreso mensual del demandante, pues la carta 
laboral y los desprendibles no se encuentran firmadas y, en relación a 
los ingresos por la actividad de árbitro de salón, la carta suscrita por el 
presidente de Arbisalón no demuestra vinculación laboral ni ingresos, 
pues da cuenta de supuestos ingresos por actividades prestadas a 
terceros que no le constan, además, al preguntarle al testigo John Fredy 
Gutiérrez señaló cifra diferente a la indicada en la carta. 
 
- Daños morales. Considera excesiva la condena, teniendo en cuenta 
que la máxima impuesta por la Corte Suprema de Justicia ha sido de 
$72’000.000 y que el actor no perdió la totalidad de capacidad laboral. 
En relación con Mónica del Pilar, no quedó probado el daño sufrido ni la 
cuantía. 
 
- Daño a la vida de relación. Lo estima igualmente excesivo, pues no 
perdió la totalidad de capacidad, tiene posibilidad de mejorar y algunas 
patologías son transitorias. 
 
c. Ausencia de nexo causal. Repara que el demandante indicó sobre 
la realización de una cirugía inadecuada que rompe dicho nexo y que 
debe tenerse en cuenta al menos proporcionalmente. 

 
3.4 Problemas Jurídicos. 
 
Conforme a lo expuesto, corresponde a la Sala establecer: 
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a) Si James Alejandro Corrales desplegó alguna conducta que tuvo 
incidencia causal en las lesiones por él sufridas, de ser así, si ello da lugar 
a la exoneración de responsabilidad de los demandados o a la reducción 
de la indemnización. 
 
b) Determinar si la tasación de los perjuicios realizada por la a quo se 
encuentra calculada adecuadamente y atiende a los criterios 
jurisprudenciales. 

 
4. FUNDAMENTO JURÍDICO. 

 
4.1 Responsabilidad por actividades peligrosas. 
 
A partir del artículo 2341 del Código Civil, nuestra jurisprudencia ha 
establecido los tres pilares fundamentales de la responsabilidad civil 
extracontractual: el daño, la culpa y el nexo de causalidad entre ellos15. 
 
Particularmente, con base en el artículo 2356 del mismo estatuto, se ha 
construido la teoría de la responsabilidad por actividades peligrosas, en 
virtud de la cual se obliga a reparar el daño a quien se vale de acciones o 
instrumentos que multiplican el poder del ser humano, elevando con ello 
su potencial dañino y alterando la simetría de la simple interacción entre 
particulares. De tal forma que, a modo de contrapeso, nuestro 
ordenamiento consagra una presunción, calificando en la misma norma tal 
conducta dañina como de malicia o negligencia, circunstancia que en 
últimas se traduce en un beneficio probatorio para el damnificado, pues, 
para liberarse de la obligación de reparar, se impone al agente la carga de 
demostrar alguna causa extraña: 
 

“Un depósito de sustancias inflamables, una fábrica de explosivos, 
así como un ferrocarril o un automóvil, por ejemplo, llevan consigo 
o tienen de suyo extraordinaria peligrosidad de que generalmente 
los particulares no pueden escapar con su sola prudencia. De ahí 
que los daños de esa clase se presuman, en esa teoría, causados por 
el agente respectivo, como sería en estos ejemplos el autista, el 
maquinista, la empresa ferroviaria, etc. Y de ahí también que tal 
agente o autor no se exonere de la indemnización, sea en parte en 
algunas ocasiones, sea en el todo otras veces, sino en cuanto 
demuestre caso fortuito, fuerza mayor o intervención de elemento 
extraño.”16 

 

                                        
15 Ver sentencia SC4455-2021 que, entre otras, cita y destaca providencia del 17 de septiembre de 1935 en la 
que la Corte “sostuvo que, «para que pueda decirse que la culpa de una persona ha sido efectivamente la causa 
del perjuicio cuya reparación se demanda, es menester que haya una conexión necesaria entre dicha culpa y el 
perjuicio»”. En el mismo sentido la SC2107-2018 del 12/06/2018: “Esta Corte, con apoyo en el artículo 2341  
del Código Civil, ha señalado como presupuestos axiológicos y concurrentes de la responsabilidad 
extracontractual, denominada también aquiliana , “(i) el perjuicio padecido; (ii) el hecho intencional o culposo 
atribuible al demandado; y (iii) la existencia de un nexo adecuado de causalidad entre factores””. 
16 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 14 de marzo de 1938, MP Ricardo Hinestrosa Daza, G.J. 
Tomo XLVI, páginas 210-222. Reiterada en las sentencias del 18 de mayo de 1938, MP Fulgencio Lequerica 
Vélez. G.J. Tomo XLVI, páginas 514-521 y, del 31 de mayo de 1938, MP Liborio Escallón G.J. Tomo XLVI, páginas 
559-564. 
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En lo esencial, esta doctrina se ha mantenido por parte la Corte Suprema 
de Justicia hasta la actualidad17, eso sí, en medio de profundas discusiones 
acerca de si la presunción referida corresponde a un régimen de 
responsabilidad subjetiva (presunción de la culpa) o a un régimen de 
responsabilidad objetiva (presunción de responsabilidad)18. Sin embargo, 
en medio del debate 19  se han conservado los referidos presupuestos 
axiológicos de la acción de responsabilidad civil extracontractual derivada 
del ejercicio de actividades peligrosas20. 
 
Conforme a lo previsto por el artículo 167 del CGP, según el cual “incumbe 
a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen”, cuando se demanda la responsabilidad 
civil originada en actividades peligrosas no se requiere probar la culpa del 
agente y, por tanto, al demandante le corresponde demostrar el ejercicio 
de la actividad peligrosa por parte del demandado, el daño y su relación 
de causalidad; mientras que, para liberarse de la obligación resarcitoria, al 
demandado le compete probar un elemento exclusivo y extraño (fuerza 
mayor, caso fortuito, intervención de la víctima o de un tercero). 
 
4.2 Causalidad. 
 
En términos generales, se entiende por causa “(a)quello que se considera 
como fundamento u origen de algo”21 y en punto de la responsabilidad por 
actividades peligrosas este concepto tiene especial relevancia porque, 
como se acaba de exponer, la única manera de eximirse de ella es 
rompiendo el nexo de causalidad. 
 
Los artículos 2356 y 2357 del Código Civil son normas en las que la 
causalidad se deduce de su texto: 
 

“ARTÍCULO 2356. Por regla general todo daño que pueda 
imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser 
reparado por ésta.  
… 

                                        
17 Ver sentencias SC665-2019, SC4420-2020, SC2111-2021, SC2905-2021. 
18 De las sentencias antes citadas, obsérvese como todas fueron recientemente expedidas, pero mientras que 
la SC665-2019 se fundamenta en el régimen subjetivo avizorando desde entonces la discusión en la aclaración 
de voto, por su parte las SC4420-2020 y SC2111-2021 sostienen la postura del régimen objetivo y exponen en 
todo su esplendor la discusión con cuatro aclaraciones de voto que dejan en evidencia la ausencia de 
unanimidad y, tal vez por ello mismo, la conveniencia de no tocar el asunto en providencias como la SC2905-
2021. 
19 El régimen de responsabilidad subjetiva con presunción de culpa puede apreciarse en las sentencias hito 
del 14 de marzo de 1938 y 31 de mayo de 1938, hasta las más recientes SC5686-2018, SC665-2019 y SC4204-
2021. Por su parte, la aplicación del régimen de responsabilidad objetiva basada en la presunción de 
responsabilidad se expone en las sentencias SC3862-2019, SC4420-2020 y SC2111-2021. 
20 Sentencia SC2905-2021 del 29/07/2021 “En tal eventualidad y con el fin de establecer la responsabilidad 
deprecada, a la víctima le basta acreditar el ejercicio de la actividad peligrosa desarrollada por su 
contendiente, el daño que padeció y la relación de causalidad entre aquella y este; al paso que el demandado 
sólo puede exonerarse demostrando que el perjuicio no fue producido por dicha operación, es decir, que 
obedeció al devenir de un elemento extraño y exclusivo, como la fuerza mayor o caso fortuito, la intervención 
de la víctima o la de un tercero, únicas circunstancias que rompen el nexo causal citado. 
Es desacertado, entonces, enfocar la defensa alegando la ausencia de culpa de los enjuiciados, toda vez que 
estos sólo pueden exonerarse de responsabilidad rompiendo la causalidad.” 
21 Diccionario de la Real Academia Española. 
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ARTÍCULO 2357. La apreciación del daño está sujeta a reducción, 
si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente.” (Se 
destaca) 

 
Se puede afirmar que para estructurar la responsabilidad civil derivada de 
una actividad peligrosa se requiere relación causal entre la conducta del 
agente y el daño, mientras que para reducir la indemnización 
correspondiente se requiere relación causal entre el daño y el 
comportamiento de la víctima; es decir, que la conducta de quien ocasiona 
y quien sufre el menoscabo pueden confluir en la realización del daño y en 
tal caso la causalidad resulta determinante tanto de la atribución de 
responsabilidad como de su exoneración22. 
 
Entonces, por encima de las referencias normativas de carácter 
subjetivo 23 , para estructurar la responsabilidad por actividades 
peligrosas, desecharla o dosificarla, lo fundamental es la relación de 
causalidad entre las conductas del agente y de la víctima con respecto al 
daño, constituyéndose así la causa en el elemento coyuntural para definir 
si la obligación de reparar recae únicamente en el agente o si la 
imprudencia de la víctima lo puede liberar total o parcialmente según su 
intervención (incidencia) 24.  
 
Es que no basta el actuar culposo de la víctima para configurar una causa 
extraña, así como tampoco dicha incuria justifica el daño, se requiere que 
su conducta irreflexiva concurra efectivamente en su realización, así lo 
sostiene la doctrina de la Corte: 
 

“… cabe concluir que la sola circunstancia de que el perjudicado 
estuviese desarrollando en el momento del suceso una actividad 
que en abstracto pudiera merecer el calificativo de imprudente, no 
es causa de atenuación de la indemnización debida por el agente, 
pues para tales efectos será menester, y las razones son obvias, que 
la actividad de la víctima concurra efectivamente con la de aquél 
en la realización del daño. 
 
Así lo ha entendido la corte al expresar que "(...) para que opere la 
compensación de culpas de que trata el artículo 2357 del Código 
Civil no basta que la víctima se coloque en posibilidad de concurrir 
con su actividad a la producción del perjuicio cuyo resarcimiento 
se persigue, sino que se demuestre que la víctima efectivamente 
contribuyó con su comportamiento a la producción del daño", pues 

                                        
22 Sentencia SC7534-2015 del 04/06/2015: “2. La culpa exclusiva de la víctima, como factor eximente de 
responsabilidad civil, ha sido entendida como la conducta imprudente o negligente del sujeto damnificado, 
que por sí sola resultó suficiente para causar el daño. Tal proceder u omisión exime de responsabilidad si se 
constituye en la única causa generadora del perjuicio sufrido, pues de lo contrario solo autoriza una reducción 
de la indemnización, en la forma y términos previstos en el artículo 2357 del Código Civil.”. En el mismo sentido 
la SC10808-2015 del 13/08/2015 y la SC8209-2016 del 21/06/2016. 
23 Para la estructuración de la responsabilidad, el artículo 2356 refiriéndose a la malicia o negligencia del 
agente y para la apreciación del daño, el artículo 2357 remitiéndose a la imprudencia de la víctima. 
24 Sentencia SC4232-2021 del 23/09/2021 en la que citando la SC5125-2020 del 15/12/2020, afirma: “La 
también denominada compensación de culpas es una forma de con causalidad, que en verdad no califica la 
negligencia o imprudencia del sujeto, sino el grado en que su conducta incidió en el daño.” 
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el criterio jurisprudencial en torno a dicho fenómeno es el de que 
para deducir responsabilidad en tales supuestos'... la 
jurisprudencia no ha tomado en cuenta, como causa jurídica del 
daño, sino la actividad que, entre las concurrentes, ha 
desempeñado un papel preponderante y trascendente en la 
realización del perjuicio. De lo cual resulta que si, aunque culposo, 
el hecho de determinado agente fue inocuo para la producción del 
accidente dañoso, el que no habría ocurrido si no hubiese 
intervenido el acto imprudente de otro, no se configura el 
fenómeno de la concurrencia de culpas, que para los efectos de la 
graduación cuantitativa de la indemnización consagra el artículo 
2357 del Código Civil. En la hipótesis indicada sólo es responsable, 
por tanto, la parte que, en últimas, tuvo oportunidad de evitar el 
daño y sin embargo no lo hizo" (CLII, 109. - Cas. 17 de abril de 
1991).”25 

 
Para la identificación de la causa adecuada, cuando se discute la 
concurrencia, la Corte ha indicado que tal asunto “se resuelve en el campo 
objetivo de las conductas de víctima y agente”26 y explica: 
 

“Cuanto mayor sea la probabilidad, superior es la cuota de 
causalidad y su repercusión en la realización del resultado. De esa 
manera, se trata de una inferencia tendiente a establecer “el grado 
de interrelación jurídica entre determinadas causas y 
consecuencias”27. 
  
En rigor, cuando la causa del daño corresponde a una actividad 
que se halla en la exclusiva esfera de riesgo de uno de los sujetos, 
éste será responsable único, y a contrario sensu, concurriendo 
ambas, se determina su contribución para atenuar el deber de 
repararlo. 
 
De esta manera, el juzgador valorará la conducta de las partes en 
su materialidad objetiva y, en caso de encontrar probada también 
una culpa o dolo del afectado, establecerá su relevancia no en 
razón al factor culposo o doloso, sino al comportamiento 
objetivamente considerado en todo cuanto respecta a su incidencia 
causal.”28 

 
Recientemente, en la sentencia SC3604-202129  la Corte desarrolló este 
método de análisis e identificación de la causa adecuada, precisando que 
comprende dos etapas30: i) la etapa fáctica, en la que se seleccionan las 
                                        
25 Sentencia EXPEDIENTE No. 4972 del 06/05/1998, citada en la SC2107-2018 del 12/06/2018, en la que 
además se precisa que la concurrencia de culpas en la producción del daño se denomina concausalidad. 
26 Sentencia SC2107-2018 del 12/06/2018. 
27  LANGE, Schadenersatz, “Handbuch des Schuldrecht in Einzaeldarstellungen Bd.1” (Manual de ley de 
obligaciones). Tubingen, Mohr, 1979.   
28 Ibidem. 
29 Rad 47001-31-03-005-2016-00063-01 del 25/08/2021. 
30 Se explica en la sentencia: “La generalidad de los sistemas jurídicos occidentales admiten la necesidad de 
desarrollar el análisis de causalidad en dos fases diferenciadas. La primera, conocida como causalidad fáctica, 
o causalidad de hecho, tiene por objeto identificar, en sentido material, si una actividad es condición necesaria 
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condiciones materiales relevantes, necesarias, lógicas y suficientes para la 
realización del daño, sin valoración jurídica31 y; ii) la etapa jurídica, en la 
que se seleccionan esas condiciones materiales para extraer solamente 
aquellas que tienen relevancia para ser subsumidas en una norma positiva 
que permite atribuir las consecuencias dañinas a un sujeto32. 
 
Pero no basta con estas dos fases de análisis, principalmente y teniendo 
en cuenta la crítica a la teoría de la causalidad adecuada33, la providencia 
enfatiza en la necesidad del criterio de regularidad causal, que 
corresponde a que solo pueden ser consideradas causas jurídicas de un 
perjuicio los acontecimientos que, eliminando el elemento volitivo, 
deberían producirlo normalmente (probabilidad), es decir, excluyendo el 
azar, distinguiendo entre lo fortuito y lo previsible, de tal forma que lo 
predecible está bajo la esfera de dominio del individuo racional y por tanto 
es admisible asignar responsabilidades cuando era posible pronosticar 
con anticipación el potencial dañino que implicaba el descuido34. 
 
En suma, se trata de establecer, a partir de las condiciones fácticas 
relevantes y de las normas jurídicas en las que ellas se subsumen para 
imputar el daño, pero sin consideración a las condiciones subjetivas de los 
involucrados, la causa que previsiblemente lo ocasionó, es decir, con base 
en criterios de probabilidad y regularidad existentes al momento de su 
ocurrencia. 

 
4.3 Perjuicios patrimoniales. 

 
En la Sentencia SC506-2022, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema 
de Justicia consideró al respecto: 
 

                                        
para la producción del hecho dañoso; la segunda, que suele denominarse como causalidad jurídica, o alcance 
de la responsabilidad busca atribuir, a través de criterios normativos, la categoría de causa a una de esas 
condiciones antecedentes –como directiva para imputar a su autor las secuelas de la interacción lesiva–.” 
31 Ibidem “Expresado de otra forma, en esta primera etapa del análisis causal simplemente se seleccionan, de 
entre el conjunto de acontecimientos que antecedieron a un hecho, aquellos que son imprescindibles para que 
este se produjera, y que, por lo mismo, pueden considerarse razonablemente como sus “causas materiales”, o 
más propiamente, como condiciones causales relevantes del resultado.” 
32 Ibidem “Ello es así porque las condiciones causales relevantes pertenecen a la esfera de los hechos, razón 
por la cual su relevancia intraprocesal dependerá de la posibilidad de subsunción en las complejas reglas que 
determinan cuándo es viable atribuir a una persona las secuelas de un resultado dañoso en cuya producción 
intervino materialmente*. En ese escenario, es ineludible acudir al ordenamiento en procura de las 
herramientas teóricas que permitan establecer si una condición causal concreta es apta para justificar la 
asignación de un débito indemnizatorio, o lo que es lo mismo, si puede considerarse como la causa jurídica 
relevante de dicho resultado.” 
33 Ibidem “Esta concepción de la causalidad, sin embargo, parece confundirse con la noción de culpa, y de 
hecho, en esta similitud se concentran los críticos del criterio de adecuación. De ahí que, para intentar destacar 
los rasgos diferenciales de ambos conceptos, se propusiera juzgar la previsibilidad del acto a partir de la 
información objetiva con la que se contaba al momento del daño, dejando de lado las creencias subjetivas del 
agente dañador.” 
34 Ibidem. Sostiene la Corte: “En conclusión, de entre las múltiples directivas jurídicas postuladas para guiar la 
selección entre condiciones antecedentes necesarias para la producción del daño, la jurisprudencia patria suele 
valerse –explícita o implícitamente– del criterio denominado causa adecuada, según el cual el agente debe ser 
considerado responsable «solo del daño que resulta regularmente y de acuerdo con el curso normal de las cosas 
de la conducta o actividad desplegada»34, teniendo en cuenta variables como la previsibilidad, la cercanía 
temporal entre la conducta y el daño, o la entidad de este en relación con las secuelas de aquella, entre otras.” 
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 “En nuestro país, siguiendo la tradición escolástica, el artículo 
1613 del Código Civil clasifica los perjuicios en daño emergente y 
lucro cesante y el artículo 1614 los define así: «Entiéndase por 
daño emergente el perjuicio o la pérdida que proviene de no 
haberse cumplido la obligación o de haberse cumplido 
imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento; y por 
lucro cesante, la ganancia o provecho que deja de reportarse a 
consecuencia de no haberse cumplido la obligación. o 
cumpliéndola imperfectamente, o retardar su cumplimiento». 
 
Significa esto, que «el daño patrimonial puede manifestarse de dos 
formas: a) como la pérdida o disminución de valores económicos 
ya existentes, es decir, un empobrecimiento del patrimonio (daño 
emergente); o b) como la frustración de ventajas económicas 
esperadas, es decir, la pérdida de un enriquecimiento patrimonial 
previsto (lucro cesante). Ambos pueden configurarse en forma 
conjunta ante la ocurrencia del ilícito (contractual o 
extracontractual), o bien separada e individualmente (vgr. daño 
emergente sin lucro cesante»35.”36 

 
4.4 Perjuicios extrapatrimoniales. 
 
Ha reconocido la jurisprudencia como perjuicios no patrimoniales el daño 
moral y el daño a la vida de relación. El daño moral recae sobre la parte 
interior y afectiva del ser humano de cara a sentimientos de aflicción, 
congoja, desilusión, tristeza y pesar, por tanto, su reparación se erige 
como una compensación a la perturbación del ánimo y sufrimiento. 
 
El daño a la vida en relación, en términos de la Corte, “puede evidenciarse 
en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la 
pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas 
y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en 
la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales 
conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad.”37 
 
Frente a la cuantificación de los perjuicios extrapatrimoniales, la Corte 
acepta que es de difícil medición y no puede partir de operaciones 
matemáticas38 . La tasación se ha confiado tradicionalmente al arbitrio 
judicial, empero, no puede obedecer a caprichos del funcionario judicial, 
exige un análisis “ponderado, razonado y coherente según la singularidad, 
especificación, individualización y magnitud del impacto, por supuesto que 

                                        
35 Trigo Represas Félix A. Benavente María I. Reparación de daños a la persona Tomo I Parte General Daño 
Emergente Lucro Cesante, Pérdida de Chance, Daño Moral Editorial Thomson Reuters La Ley, Primera Edición 
2014, pág. 230 
36 Sentencia SC506-2022, Radicación 63001-31-003-0001-2015-00095-02, del 17 de marzo de 2022, MP Hilda 
González Neira. 
37 CSJ SC, 13 May. 2008, Rad. 1997-09327-01 citada en Sentencia SC20950/2017 
38 Ha sostenido la Corte: “es cierto que son de difícil medición o cuantificación, lo que significa que la reparación 
no puede establecerse con base en criterios rigurosos o matemáticos; pero ello no se traduce en una deficiencia 
de esa clase de indemnización, sino en una diferencia frente a la tasación de los perjuicios económicos cuya 
valoración depende de parámetros más exactos”. Corte Suprema de Justicia. Sentencia del 9 de diciembre de 
2013, radicación 2002-00099. 
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las características del daño, su gravedad, incidencia en la persona, el grado 
de intensidad del golpe y dolor, la sensibilidad y la capacidad de sufrir de 
cada sujeto, son variables y el quantum de debeatur se remite a la valoración 
del juez”39. 
 
En definitiva, en ambas clases de perjuicios cobran importancia las reglas 
de la experiencia y la sana lógica, fijándose el quantum a partir del 
prudente arbitrio del juez, bajo un análisis serio, ponderado, coherente y 
reflexivo acerca de las características particulares, la magnitud del 
impacto y su incidencia en la víctima. 
 

5. CASO CONCRETO. 
 

En el asunto bajo estudio no hay discusión en cuanto a la demostración de 
los siguientes presupuestos axiológicos de la acción instaurada, esto es: i) 
el daño, consistente en las lesiones padecidas por James Alejandro 
Corrales con ocasión del accidente de tránsito del 2 de noviembre de 2017; 
ii) la confluencia de actividades peligrosas, consistentes en la conducción 
del tractocamión de placas WNM 251 por Luis Jorge Díaz Alarcón, de 
propiedad de Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda., y la conducción 
de la motocicleta de placas FKG56D, por James Alejandro Corrales. 
 
Corresponde establecer cuál fue la conducta que constituyó la causa 
adecuada y determinante del accidente de tránsito, particularmente, si 
James Alejandro desplegó alguna conducta que tuvo incidencia causal en 
las lesiones por él sufridas, de ser así, si ello da lugar a la exoneración de 
responsabilidad de los demandados o a la reducción de la indemnización.  
 
5.1 Incidencia causal, exclusiva o concurrente. 
 
Discrepan los apelantes de la valoración probatoria para establecer el 
grado de responsabilidad de los actores viales involucrados en el 
accidente, por incidencia causal proveniente del motociclista. 
 
En punto al nexo de causalidad, encuentra la Sala acreditado que, la causa 
adecuada y determinante de las lesiones sufridas por James Alejandro la 
provocó la conducta de Luis Jorge Díaz, conductor del tractocamión, al 
realizar maniobra de adelantamiento invadiendo carril contrario y por el 
cual se desplazaba la motocicleta que conducía el demandante. 
Circunstancia fáctica que se encuentra acreditada de los medios de 
convicción que militan en el expediente. 
 
El informe policial de accidente de tránsito registra como hipótesis del 
accidente: “adelantar invadiendo carril”40, apreciación que se mantuvo en 
la Resolución No 538 del 12 de diciembre de 2017 de la Inspección de 
Policía y Tránsito de Santa Bárbara, por medio de la cual se declaró 
contravencionalmente responsable a Luis Jorge Díaz y se exoneró de 

                                        
39 Sentencia de casación del 18 de septiembre de 2009, M.P. William Namén Vargas, expediente: 20001-3103-
005-2005-00406-01 
40 Ver ruta carpeta 00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO / archivo 2019-00324 Cdno 1 página 26 
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responsabilidad a James Alejandro, tras considerar la responsabilidad del 
conductor del tractocamión “al omitir diligencia y cuidado que debía tener 
al transitar, en una vía de alto flujo vehicular (…) toda vez que invade el 
carril contrario dándose como resultado la colisión”, se consignó que no 
existía prueba que determinara responsabilidad en el demandante. 
 
A su turno, en versión libre rendida por Luis Jorge ante la autoridad de 
tránsito manifestó: “Yo vengo subiendo adelante mío viene un camión y un 
bus de expreso bolivariano el camión y el bus de expreso bolivariano ponen 
direccional a la izquierda y se abren a adelantar una tracto mula yo no 
sabría decir si el carro está parado o bajando muy despacio está muy 
orillada porque en la foto se ve que está muy orillada yo me abro adelantar 
detrás del bus y del tracto camión pongo direccional y me abro a adelantar 
cuando veo al señor de la moto que aparece para mí lo veo a mucha 
velocidad y pienso que perdió el control de la moto y se estrelló contra la 
tractomula …. Yo orille el carro”. Al indagarle a qué distancia observó la 
moto, responde: “cuando lo veo lo veo ahí encima”, sobre la causa del 
accidente aseveró: “en su momento los tres carros sobre el carril izquierdo 
lo que pasa es que el camión y el bus vas más adelante” y al preguntarse si 
se consideraba con alguna responsabilidad contesta “Si porque estoy en el 
carril contrario pero considero que es de parte y parte porque el muchacho 
va a exceso de velocidad”41. 
 
En el interrogatorio de parte rendido en primera instancia depuso que 
venía en curva hacia la derecha abierto hacia la izquierda, aceptó que la 
motocicleta se desplazaba por el carril que le correspondía, que no pudo 
observar la moto antes de la colisión, además, afirmó “sí íbamos invadiendo 
un poco el carril, pero no completamente … la tractomula por su dimensión 
tiene que, en las curvas cerradas tiene que invadir el carril para poder tomar 
la curva y no tener inconvenientes en la vía”. 
 
Por su parte, James Alejandro en versión libre refirió “yo salí de la curva y 
no me dio tiempo de nada inmediatamente vi el vehículo ahí”, “yo iba por mi 
carril y yo me lo encontré y yo no me explico yo iba bajando bien”. En 
interrogatorio realizado ante el Juzgado explicó “Yo me dirigía al municipio 
de Uramita a unos juegos regionales de Indeportes Antioquia, había mucho 
sol, de repente a coger una curva a la mano derecha mía, vi una sombra 
negra y yo sentí un golpe muy fuerte y caí y yo no perdí el conocimiento y yo 
empecé a ver esas llantas pasando debajo de mí”. “Ese carro no debía estar 
ahí, yo iba bien por mi carril”42. 

 
El croquis elaborado por la autoridad de tránsito plasma que la posición 
final de los vehículos se situó en el carril derecho, por el cual transitaba el 
tractocamión y se observa una huella de arrastre de 46 metros que inicia 
en curva, cerca de la mitad del carril izquierdo43, huella que se explica de 
la versión libre de James Alejandro al señalar que, luego del impacto, sintió 
como se arrastraba la moto. El vestigio consignado en el croquis brinda 

                                        
41 Ibidem páginas 28 a 31 
42 Ibidem  
43 Ibidem página 27 
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información útil para determinar, al menos de manera aproximada, el 
punto de impacto, a saber, el carril izquierdo por el cual transitaba la 
motocicleta, según las versiones coincidentes de ambos conductores. 
 
Del acervo probatorio acabado de resaltar emerge que, el adelantamiento 
del tractocamión invadiendo el carril contrario, por el cual se desplazaba 
la motocicleta conducida por James Alejandro, es la causa adecuada del 
daño, pues se erige como la única explicación razonable de la colisión que 
produjo lesiones al actor. 
 
Identificada la causa material, se encuentran pautas jurídicas que debió 
observar el conductor del tracto camión que tienen relevancia frente a la 
asignación de un débito indemnizatorio. 
 
En efecto, se advierte que la causa material concreta desplegada por el 
señor Luis Jorge infringió disposiciones del Código Nacional del Tránsito, 
particularmente, los artículos 60, 61, 68 y 73. 
 
El artículo 60 dispone la obligatoriedad de transitar por los carriles 
demarcados y previo a efectuar un adelantamiento, el conductor debe 
anunciar su intención y maniobrar de manera tal que no ponga en peligro 
a los demás actores viales44; el 61 determina que todo conductor debe 
abstenerse de adelantar acciones que afecten la seguridad en la 
conducción45; el 68 prevé que, en vías de doble sentido de tránsito de dos 
carriles se debe transitar por la derecha y ser precavido al usar el carril de 
la izquierda para maniobras de adelantamiento46. 
 
Con mayor relevancia, el artículo 73 de la Ley 769 de 2002 dispone: 

 
“PROHIBICIONES ESPECIALES PARA ADELANTAR OTRO VEHÍCULO. 
No se debe adelantar a otros vehículos en los siguientes casos:  
(….) 
En los tramos de la vía en donde exista línea separadora central 
continua o prohibición de adelantamiento.  
En curvas o pendientes.  
Cuando la visibilidad sea desfavorable.  
(…)  En general, cuando la maniobra ofrezca peligro. (Negrilla 
fuera del texto” 

 

                                        
44 “ARTÍCULO 60. OBLIGATORIEDAD DE TRANSITAR POR LOS CARRILES DEMARCADOS. Los vehículos deben 
transitar, obligatoriamente, por sus respectivos carriles, dentro de las líneas de demarcación, y atravesarlos 
solamente para efectuar maniobras de adelantamiento o de cruce. (…) PARÁGRAFO 2o. Todo conductor, antes 
de efectuar un adelantamiento o cruce de una calzada a otra o de un carril a otro, debe anunciar su intención 
por medio de las luces direccionales y señales ópticas o audibles y efectuar la maniobra de forma que no 
entorpezca el tránsito, ni ponga en peligro a los demás vehículos o peatones”. (Negrilla fuera del texto). 
45 “ARTÍCULO 61. VEHÍCULO EN MOVIMIENTO. Todo conductor de un vehículo deberá abstenerse de realizar o 
adelantar acciones que afecten la seguridad en la conducción del vehículo automotor, mientras éste se 
encuentre en movimiento”. 
46 ARTÍCULO 68. UTILIZACIÓN DE LOS CARRILES. Los vehículos transitarán de la siguiente forma: 
(…) Vías de doble sentido de tránsito. De dos (2) carriles: Por el carril de su derecha y utilizar con precaución el 
carril de su izquierda para maniobras de adelantamiento y respetar siempre la señalización respectiva. (Negrilla 
fuera de texto). 
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Disposición que cobra importancia, pues es innegable que Luis Jorge Diaz 
ejecutó el adelantamiento, pese a encontrarse en un lugar en el que se 
encontraba prohibido la realización de la maniobra. 
 
Ciertamente, el informe de tránsito da cuenta que las características del 
lugar de ocurrencia de los hechos, es una vía recta con curva, de doble 
sentido y línea central amarilla continúa, luego, era prohibido el 
adelantamiento. 
 
Aunado a ello, si bien el informe indica que las condiciones de visibilidad 
eran normales, cierto es que el conductor del tractocamión aseveró que el 
adelantamiento lo realizó, a continuación de un bus y un camión que 
estaban en frente suyo que adelantaban un tractocamión. El tercer 
vehículo que realizaba la maniobra de adelantamiento, esto es, el 
conducido por Luis Jorge claramente no contaba con las condiciones de 
visibilidad requeridas para advertir la presencia de los vehículos que 
transitaban por el carril contrario, luego, no adoptó las medidas de 
precaución que exige el artículo referido, no solo puso en riesgo a otros 
actores viales y peatones, sino que originó la colisión con el aquí 
demandante cuando le era posible advertir con anticipación el potencial 
dañino que implicaba su descuido, razones por las cuales se estima 
acertado el análisis del nexo causal realizado por el juzgado de origen. 
 
Ahora bien, en relación a las causas que se atribuyen a James Alejandro no 
hay prueba que las acredite. En cuanto al exceso de velocidad, se tiene que 
el motociclista afirmó en versión libre y en la audiencia que, se desplazaba 
entre 20 y 30 kilómetros por hora y, aun cuando el conductor del tracto 
camión manifestó que este conducía a exceso de velocidad, cierto es que 
tal afirmación es solo una conjetura sin ningún sustento probatorio. 
 
Tampoco hay evidencia de que la causa determinante del accidente 
hubiese provenido de disminución del nivel de atención, precaución y 
prevención del motociclista por un largo trayecto, por la exposición al 
viento, frio y lluvia, contrario a ello, se afirma que el día estaba soleado, 
del informe que el asfaltado estaba en buenas condiciones y la vía seca, 
menos se podría establecer que hay incidencia causal por la conducción 
en horas de circulación de vehículos de carga o del agotamiento que 
genera la conducción de una motocicleta, son meras suposiciones 
huérfanas de prueba y no resulta admisible el razonamiento del apelante, 
pues la conducción de la moto por sí misma no puede ser causa de la 
colisión, en un régimen de responsabilidad por actividad peligrosa no es 
la realización de la actividad misma la causa del daño, sino la 
comprobación de una condición material concreta y adecuada con 
relevancia jurídica que incidió determinantemente en la producción del 
daño. 
 
Adicionalmente, no se demostró que las afectaciones en la salud del actor 
provengan de una mala praxis en la realización de una cirugía y que 
constituya una causa extraña que exonere de responsabilidad a los 
demandados o mengüe la indemnización. 
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La Sala considera irrelevante realizar mayores consideraciones sobre 
estas apreciaciones, por cuanto la carga de probar la causa extraña o la 
incidencia causal de la víctima en el daño correspondía a los demandados 
y, como se anotó, tal demostración no ocurrió, por consiguiente, la propia 
insuficiencia probatoria de los demandados y la acreditación del riesgo 
que materializó el conductor del tractocamión impone la confirmación de 
atribución de responsabilidad que a los demandados atribuyó el Juzgado, 
al margen de las hipótesis causales del accidente expuestas por los 
apelantes demandados. 
 
En suma, atendiendo a la atribución de responsabilidad y reiterando 
ausencia de controversia frente a los restantes presupuestos axiológicos 
de la responsabilidad demandada, baste precisar que la responsabilidad 
es atribuible a Luis Jorge Diaz Alarcón, como guardián material de la 
actividad peligrosa en la conducción del vehículo de placas WNM-251 y a 
la sociedad Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda., en calidad de 
guardián jurídico por su calidad de propietario47. 
 
5.2 Reconocimiento y tasación de perjuicios 
 
Reprocha la parte actora la cuantificación de los perjuicios 
extrapatrimoniales por estimarlos insuficientes. Por su parte, el extremo 
pasivo recrimina el reconocimiento y cuantificación de los perjuicios en 
ambas modalidades.  
 
5.2.1 Perjuicios patrimoniales. 

 
a) Daño emergente consolidado 

 
Discrepan los apelantes del reconocimiento del daño emergente 
consolidado en lo atinente a los gastos de transporte; se argumenta que 
los valores reclamados no están contemplados en alguna contabilidad o 
relación, que no hubo detrimento patrimonial, toda vez que la 
demandante manifestó que para el pago de tal rubro recibieron obsequios 
económicos de amigos y familiares.  
 
Sumado a ello, que los gastos de transporte para asuntos laborales y 
familiares no tienen relación con el accidente, que los recibos omiten 
información exacta de los trayectos y que en interrogatorio el demandante 
confesó que los recibos fueron obtenidos con ocasión de la demanda lo que 
los cuestiona como prueba, más aún cuando no concuerdan con las fechas 
de atención médica.  
 
Sobre el particular, encuentra la Sala que las erogaciones por concepto de 
transporte se encuentran sustentadas en el contrato de prestación de 
servicios celebrado con el señor Faber Augusto Corrales Villada 48 , la 

                                        
47 Respecto de los guardianes de la actividad peligrosa véase la sentencia CSJ SC de 20 jun. 2005, rad. 7627 
reiterada en la sentencia SC1084 del 5 de abril de 2021, Rad n° 2006-00125-01. 
48 Ver ruta 00. EXPEDIENTE DIGITALIZADO / archivo 2019-00324 página 297 
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licencia de conducción para licencia C2 de servicio público, tarjeta de 
operación No 056790052 para taxi y los recibos de pago entre el 23 de 
noviembre de 2017 y el 25 de abril de 2019.  
 
Documentos que acreditan los gastos en los cuales incurrió el 
demandante, el que conforme el artículo 19 del Código de Comercio49  no 
está en la obligación de llevar contabilidad, pues no se acreditó que 
ejerciera la condición de comerciante. Sumado a ello, téngase en cuenta 
que, la demostración de las erogaciones en las cuáles incurrió el actor, no 
se rige por el sistema de tarifa legal, sino que gobierna la libertad 
probatoria, por ende, a voces del artículo 165 del CGP se puede acudir a 
los medios que estime útiles para la formación del convencimiento del 
operador judicial. 
 
La prueba documental en mención da cuenta de la contratación de un 
tercero, de sus calidades para ejercer la prestación del servicio público de 
transporte, la cuantificación de los gastos plasmada en los recibos y el 
contrato, luego, resultan útiles para la acreditación de los gastos de 
transporte utilizados, máxime cuando el extremo pasivo no solicitó 
ratificación en los términos del artículo 262 del Estatuto Procesal, en 
consecuencia, deben ser objeto de apreciación. 
 
Añádase que el contrato fue suscrito el 23 de noviembre de 2017 y los 
límites temporales de los recibos inician en tal fecha y finalizan el primero 
de julio de 2019, fechas en las cuales se dio el alta de hospitalización al 
actor e inició la multiplicidad de prestación de servicios médicos 
requeridos en la ciudad de Medellín así como en el municipio de Santa 
Bárbara, municipio de residencia, lo que implicó el desplazamiento 
frecuente para asistir a consultas con especialistas, terapias, 
procedimientos médicos, entre otros, conforme se acreditó con la historia 
clínica aportada. 
 
No es de recibo el razonamiento del apelante al afirmar que las 
erogaciones no constituyeron detrimento patrimonial al manifestar la 
demandante que recibían obsequios de amigos y familiares. Lo anterior, 
por cuanto lo aseverado por Mónica del Pilar fue que, dada la difícil 
situación económica por la merma de los ingresos de su compañero 
permanente, les habían colaborado con mercado o con el pago de los 
servicios públicos y que los gastos de transporte los asumió con préstamos 
realizados por una vecina, circunstancia de la que necesariamente deriva 
un empobrecimiento del patrimonio tras asumir obligaciones para 
materializar el transporte requerido por James Alejandro para atender sus 
condiciones de salud. 
 
En relación al desacuerdo por omisión de los trayectos en los recibos de 
pago, téngase en cuenta que, el contrato sí especifica que el objeto de la 
prestación del servicio consistía en el transporte de James Alejandro al 

                                        
49 “ARTÍCULO 19. <OBLIGACIONES DE LOS COMERCIANTES>. Es obligación de todo comerciante: 
(…) 3) Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales” 
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Hospital General de Medellín para citas médicas, medicina legal, tránsito 
y otros lugares con ocasión del accidente de tránsito del 2 de noviembre 
de 2017, servicio de transporte que se encuentra justificado no solo por la 
frecuencia de los servicios de salud requeridos, sino además por los 
problemas de locomoción y movilidad padecidos a consecuencia del 
accidente de tránsito y que se evidencia de documentos como la historia 
clínica, el informe de medicina legal  y el dictamen de pérdida de capacidad 
laboral, con ocasión de diagnósticos como “perturbación funcional de 
miembro inferior izquierdo y del órgano de la locomoción de carácter 
transitorio,” deficiencias que se evidencian de anotaciones como la 
contenida en el informe pericial de clínica forense que registra la llegada 
del paciente en silla de ruedas y que denotan un serio problema de 
movilidad. 
 
En definitiva, los gastos de transporte sufragados se encuentran 
debidamente soportados documentalmente, los recibos son concordantes 
con el contrato celebrado y las atenciones en salud prestadas a James 
Alejandro; aunado a ello, la justificación de la necesidad de transporte no 
descansa en el destino o trayecto al que se dirigía, sino en la necesidad de 
desplazamiento como cualquier ser humano y la imposibilidad de 
desplazarse en cualquier medio de transporte producto de los 
padecimientos y evidentes problemas de locomoción y movilidad 
ocasiones por el accidente de tránsito. 
 
Bajo tal panorama, se confirmará la condena en la suma reconocida 
debidamente actualizada (Art. 283 CGP).  
 
La parte actora pretendió adicionalmente en la modalidad de daño 
emergente consolidado, el reconocimiento de los gastos producto de la 
contratación de un tercero para los cuidados personales del afectado, 
debido a la incapacidad del mismo, rubro que fue reconocido en primera 
instancia. 
 
Los recurrentes expresaron su inconformidad por tal reconocimiento, por 
cuanto, no se demostró que constituyera un costo permanente, la 
cuidadora cumplía además actividades domésticas, no tiene idoneidad 
para atender un paciente, no se trata de una recomendación o necesidad 
del demandante, los valores de los recibos no guardan relación el valor del 
contrato, los pagos son inconsistentes en mismos periodos de tiempo, no 
se tiene sustento de la cantidad de veces que la señora María Jiménez había 
cuidado al demandante, no es una circunstancia permanente, pues según 
informaron los demandantes a la Junta Regional de Calificación, el cuidado 
por parte de un tercero era ocasional. Agregaron que la demandante 
manifestó que descansaba tres días a la semana, tiempo en el cual era ella 
quien cuidaba a James Alejandro y que los días festivos la señora Jiménez 
no cuidaba al demandante, por tanto, constituía una ayuda de la que se 
podía prescindir. 
 
La Sala estima que es procedente el reconocimiento de la indemnización 
solicitada.  
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En efecto, es notorio que James Alejandro requiere de un tercero para que 
atienda sus necesidades más básicas y de la cotidianidad como comer, 
alimentarse, ir al baño por evidentes e innegables limitaciones funcionales 
que padece luego del accidente. 
 
Se destaca del contenido del dictamen de pérdida de capacidad que 
presenta “limitación para realizar pinza en forma notoria y perdida de la 
fuerza segmentaria de la mano, especialmente en los dedos” “dificultad para 
los agarres a mano llena y para las pinzas (…) no corre, no realiza 
desplazamientos de trayectos largos, dificultad para salvar desniveles y 
para permanecer de pie por periodos prolongados (…)”50, según historia 
clínica del  Hospital General, es considerado “persona en condición de 
discapacidad motriz” 51 , con recomendación médica de “no realizar 
deambulación sin compañía”52; la historia clínica de San Vicente Fundación 
describe al paciente como “Convalesciente de politraumatismo complejo 
con lesiones graves en miembros superiores e inferior izquierdo … limitación 
funcional importante en agarres, principalmente mano dominante 
(derecha)”53. 
 
De las condiciones de salud en comento, se infiere la necesidad de la 
contratación de un tercero que asista a James Alejandro en sus cuidados 
personales y actividades cotidianas del diario vivir, pues aun cuando no 
exista orden o recomendación médica en lo pertinente y en ausencia de 
intervención eficiente del SGSS para cubrir el requerimiento del afectado, 
claro es que a través de las leyes de la experiencia y la sana lógica puede 
deducirse que, la limitación en funciones como prensión o la pinza en la 
mano dominante afecta la autosuficiencia de un ser humano y le impide 
desarrollar por sí mismo actividades básicas como alimentarse o ir al 
baño, requiriendo así de una persona que lo asista en tareas de la vida 
diaria, sin que para ello se requiera de una persona con calidades 
profesionales específicas. 
 
La indemnización parte de la protección a la víctima, de su dignidad e 
integridad personal, y debe ofrecer un resarcimiento que al menos, lo 
ubique en una posición que ofrezca verdaderas oportunidades y 
posibilidades de una vida en condiciones dignas, no como si el daño no 
hubiera ocurrido, pero si al menos situándolo en una situación que reste 
la magnitud del daño en cuanto a condiciones del diario vivir y la manera 
de sobrellevarlo. 
 
Dignidad humana que se encuentra ligada a la concepción antropológica 
del Estado social de Derecho entendida por la Corte Constitucional en tres 
dimensiones:  
 

                                        
50 Ibidem páginas 61 a 67 
51 Ibidem página 50 
52 Ibidem página 99 
53 Ibidem página 116 
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“(i) La dignidad humana entendida como autonomía o como 
posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus 
características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana 
entendida como ciertas condiciones materiales concretas de 
existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como 
intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e 
integridad moral (vivir sin humillaciones)”54.  

 
De manera que el reconocimiento de un tercero que asista las necesidades 
básicas y de subsistencia encuentra respaldo constitucional, en la medida 
que, es innegable la disminución y deterioro las condiciones materiales de 
vida que debe sobrellevar al afectado estableciéndose el resarcimiento 
como necesario, no solo por la imposibilidad física advertida, sino como la 
posibilidad que su existencia se desarrolle en un contexto que garantice o, 
al menos se aproxime, a una vida en condiciones de dignidad, en términos 
de la Corte, vivir bien y sin humillaciones, condiciones que se procurarían 
con los cuidados y asistencia que le puede brindar un tercero.  
 
Adicionalmente, no es aceptable el hecho que la compañera permanente 
pueda atenderlo eventualmente y prescindir de la contratación de un 
tercero, su aceptación entrañaría la desprotección de la familia y 
quebrantaría incluso normas constitucionales que prohíben la 
discriminación de la mujer y disponen de su especial protección (art. 43 
CP)55. 
 
Destáquese que el juez debe cumplir un papel activo para proteger a 
grupos que históricamente han sido discriminados, como las mujeres, así, 
desde la administración de justicia se debe propugnar por reconocer esa 
discriminación y advertir cuando esté en presencia de una situación o 
percepción que lo margine, como lo es considerar que, la compañera 
permanente necesariamente debe atender y cuidar a su pareja en días de 
descanso y en consecuencia, prescindir de los servicios de un tercero. 
 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en Sentencia T - 338 de 2018 
trató la perspectiva de género en la administración de justicia y señaló: 
 

(…) es evidente que los esfuerzos en pro de la eliminación de la 
violencia y la discriminación contra las mujeres, en este caso, desde 
la administración de justicia, no han sido suficientes. Por tanto, se 
debe ahondar en la construcción de marcos interpretativos 
que ofrezcan a los operadores jurídicos visiones más amplias 
y estructurales del problema, que les permitan ofrecer 
soluciones judiciales integrales y que aporten, desde su función, a 

                                        
54 Corte Constitucional, Sentencia T 881/2002 
55 Normas que disponen: “ARTICULO 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer 

no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de 

especial asistencia y protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere 

desempleada o desamparada. El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia” (Negrilla 

fuera del texto) 
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la reconfiguración de los mencionados patrones culturales 
discriminadores” (Negrilla fuera del texto). 

 
Bajo esta perspectiva, concluye la Sala la necesidad y justificación del 
reconocimiento de los gastos ocasionados por la contratación de un 
tercero que asista las necesidades más básicas del afectado, sin que sea 
admisible, se reitera, la concepción del cuidado a cargo de su compañera, 
pues además de generar situaciones de dependencia que eventualmente 
agravarían la situación de ambos, debe derruirse concepciones históricas 
y culturales que discriminan grupos marginados como las mujeres y 
propugnarse por su protección.  
 
Agréguese que, revisado el contrato de prestación de servicios 56 , se 
observa que la remuneración consistía en el pago de $40.000 por día, 
revisados los recibos de pago entre el 24 de noviembre de 2017 y el 
primero de julio de 2019, se puede advertir que se pagaba a la señora 
Jiménez Montoya quincenalmente, conforme rangos contenidos en los 
recibos y por diferentes sumas de dinero que oscilan entre $240.000 y 
600.000 que, al dividirse por la suma diaria acordada ($40.000) da como 
resultado la prestación por 11, 12, 14 y 15 días, luego, es concordante con 
el contrato celebrado. Frente al recibo de caja No 37 por $650.000 debe 
tenerse en cuenta que corresponde al periodo comprendido entre el 16 y 
31 de mayo de 2019 que supera el monto diario, empero, ello no tiene el 
peso suficiente para desestimar una efectiva erogación, si se tiene en 
cuenta que lo lógico es que la remuneración se incremente cada cierto 
periodo de tiempo. 
 
En tal escenario, se encuentra procedente el reconocimiento del perjuicio 
irrogado en la modalidad de daño emergente por la contratación de un 
tercero para los cuidados personales de James Alejandro. La cuantificación 
del daño emergente consolidado sería la suma que resulta de las 
erogaciones efectivas, esto es $19’800.000, como lo concluyó el a quo. 
 
En ese orden de ideas, se procede a la actualización que ordena el art. 283 
del CGP respecto de la condena impuesta a título de daño emergente 
consolidado a la fecha de esta decisión. 
 
Para el efecto, se recurre a la fórmula utilizada por la Corte para tales 
fines57: 
 

𝑉𝐴 = (k)
IPC FINAL (julio de 202258)

IPC INICIAL (febrero de 2020)
 

𝑉𝐴 = (24.280.000 ) 
120,2759

104,94
 

                                        
56 Ibidem página 319 
57 Ver sentencia SC 002-2021. Radicación 68001-31-03-008-2011-00068-02. 18 de enero de 2021. M.P Luis 
Alonso Rico Puerta. 
58 El más reciente certificado por el DANE.  
59  Estos índices pueden consultarse en el link https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc. 

https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc
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𝑉𝐴 = $27.826.906,80 
   
Daño emergente consolidado: $27.826.906,80 

 
b) Daño emergente futuro. 

 
Reprochó el apelante que no había prueba que sustentara que el señor 
James Alejandro requiera de una cuidadora por el resto de su vida, pues 
ha presentado alguna mejoría, aunque sea poca, su incapacidad no es total 
y algunas patologías son temporales. Además, de estimarse el 
reconocimiento de este rubro, no podría liquidarse con un incremento del 
salario en un 25%, porque no se acreditó una relación laboral con un 
tercero. Cuestiona su necesidad vitalicia dada la incertidumbre sobre la 
recuperación del demandante. 
 
En relación a la posibilidad de recuperación, no se probó la existencia de 
un concepto favorable de rehabilitación que permita determinar que el 
afectado podría eventualmente superar su estado de salud, más aún 
cuando varias de las patologías sufridas por James Alejandro denotan 
gravedad y son de carácter permanente, por tanto, la mejoría del afectado, 
no deja de ser una mera aseveración carente de prueba. Destáquese que, 
el dictamen de PCL calificó una merma superior al 50% que lo ubica como 
persona invalida a la luz del art. 38 de la Ley 100 de 1993, en el acápite de 
concepto de rehabilitación reporta el dictamen “sin información”. 
 
Reitérese que las secuelas de James Alejandro lo ubican en una posición 
que le imposibilita llevar a cabo actividades cotidianas sin la asistencia de 
otra persona, asunto que permanecerá en el tiempo y no hay evidencia de 
posibilidad alguna de recuperación, máxime cuando presenta patologías a 
nivel funcional que afectan su autosuficiencia y fueron catalogadas como 
permanentes, razones por las cuales no se acoge el argumento esbozado. 
 
En cuanto a su tasación, conforme lo advirtió la a quo se tomará como base 
un SMMLV, toda vez que, aunque no se acreditó una relación laboral con 
la señora María Jiménez, cierto es que, a pesar de la formalidad utilizada, 
se requerirá de una prestación personal, remunerada, subordinada y 
continúa que, debería ajustarse a la legislación laboral, al margen que sea 
acogida o no por los demandantes. Por la misma razón, se estima 
procedente el incremento en un 25% por concepto de prestaciones 
sociales como obligación legal que debería asumirse, recalcándose que, 
igual porcentaje ha sido acogido por la Corte Suprema de Justicia 
(Sentencia SC4966/2019) en la estimación de perjuicios patrimoniales. 
 
Conforme lo realizó el juzgado, se adoptará como base el salario mínimo 
vigente 2019 ($828,116) teniendo como fecha de inicio el 24 de 
noviembre de 2017 incrementado en un 25% por concepto de 
prestaciones sociales ($1.035.145). 
 
Resultó de la operación matemática efectuada en la demanda la suma de 
$191.884.959, liquidación del perjuicio patrimonial por daño emergente 
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que fue incluida en el juramento estimatorio, sin que fuera objetada por 
los demandados de forma concreta, con las cargas argumentativas que 
impone el artículo 206 del CGP, esto es, con la explicación razonada de la 
inexactitud que se atribuye a la estimación. Por tanto, el juramento hace 
prueba de su monto, pese a ello, se estima que la operación matemática se 
encuentra correctamente efectuada. 
 
En consecuencia, este perjuicio se reconocerá, previa actualización a la 
fecha de esta decisión60.  
 

𝑉𝐴 = (k)
IPC FINAL (julio de 202261)

IPC INICIAL (febrero de 2020)
 

𝑉𝐴 = ($191.884.959 ) 
120,2762

104,94
 

𝑉𝐴 = $ 
   
Daño emergente futuro: $219.916.180,86 

 
c) Lucro cesante. 

 
El extremo pasivo reprocha el reconocimiento del lucro cesante, en la 
medida que, en su parecer, no hay pruebas que demuestren el ingreso 
mensual del demandante, pues la carta laboral y los desprendibles no se 
encuentran firmadas. 
 
Para resolver el planteamiento, se dispone acudir al artículo 244 del CGP 
que dispone: 
 

“DOCUMENTO AUTÉNTICO. Es auténtico un documento cuando 
existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, 
firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se 
atribuya el documento. 
Los documentos públicos y los privados emanados de las partes o 
de terceros, en original o en copia, elaborados, firmados o 
manuscritos, y los que contengan la reproducción de la voz o de la 
imagen, se presumen auténticos, mientras no hayan sido tachados 
de falso o desconocidos, según el caso” (Negrilla fuera del texto). 

 
A su turno, la doctrina ha establecido la presunción de autenticidad de 
documentos no firmados que se atribuyen a determinado sujeto. Ha 
señalado: 
 

 “Pues bien, lo que ha querido hacer el artículo 83 de la 
Constitución y que desarrolla el art. 244 del CGP es determinar 
como base directa generadora de la autenticidad, no la formalidad 

                                        
60 Conforme lo ordenado en el segundo inciso del art. 283 del CGP 
61 El más reciente certificado por el DANE.  
62  Estos índices pueden consultarse en el link https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc. 

https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc
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de la firma, sino la conducta de presentar el documento y atribuirlo 
a determinado sujeto de derecho mencionado en su texto, esté o no 
firmado (…) es necesario que en el contenido del documento 
aparezca la expresa mención acerca del nombre de su creador, que 
será el dato que dará base a la aseveración de quien lo presenta y 
lo atribuye al mismo cuando este no se encuentra firmado (…)”63. 

 
Revisado los documentos arrimados, se constata que se trata de una 
certificación elaborada por María Antonieta Garro en calidad de directora 
administrativa y financiera de Operadores de Servicios S.A. E.S.P., así como 
las colillas de nómina cuentan con membrete de la sociedad en mención, 
luego, al tenor de lo dispuesto en el art. 244 del CGP se presume su 
autenticidad, como quiera que, se tiene certeza objetiva de la persona 
jurídica que lo ha elaborado, sin que hubiese sido objeto de tacha o 
desconocimiento por los demandados. Destáquese que se incorporaron 
como prueba documental por auto del 20 de enero de 2020, sin que 
mereciera reproche alguno. Por lo anterior, se presumen auténticos y se le 
otorga mérito probatorio de cara a la relación laboral e ingresos 
percibidos por James Alejandro a la fecha de ocurrencia del accidente. 
 
De otro lado, es motivo de inconformidad la acreditación de los ingresos 
de James Alejandro por la actividad de árbitro de salón. En criterio del 
apelante, la carta suscrita por el presidente de Arbisalón, no demuestra 
vinculación laboral ni ingresos, pues da cuenta de supuestos ingresos por 
actividades prestadas a terceros que no le constan, además, al preguntarle 
al testigo John Fredy Gutiérrez señaló cifra diferente a la indicada en la 
carta. 
 
Contrario al criterio del apelante, la certificación expedida por la 
Corporación Antioqueña Arbitral de Fútbol de Salón “Arbisalón 
Antioquia”64 da cuenta de que el señor Corrales pertenecía a dicha entidad 
como asociado arbitral desde el 12 de febrero de 2016 y desempeñaba 
funciones como autoridad de juzgamiento en diferentes instituciones y 
sus ingresos mensuales oscilaban entre $500.000 y $700.000. Ingresos de 
los que además dieron cuenta la demandante Mónica del Pilar, el testigo 
John Fredy Gutiérrez Salas quien depuso que los ingresos mensuales los 
calculaba entre $600.000 y $1.000.0000 de lo cual tenía conocimiento 
porque era el que coordinaba la programación de los árbitros y tenía 
mediano conocimiento de cuánto facturaban los corporados, por 
consiguiente, existe coherencia entre la prueba documental y la 
testimonial y no existe medio de convicción que derruya la acreditación 
de los ingresos por la actividad del juez. Téngase en cuenta que, el juzgado 
tomó para el cálculo del lucro cesante la suma inferior del promedio 
certificado, a saber, la suma de $500.000, por tanto, se encuentra 
acreditado el ingreso y cuantificado en forma razonable.  
 

                                        
63 López Blanco, Hernán Fabio. Código General del Proceso – Pruebas. DUPRE Editores Ltda. Bogotá, 2019. 
Páginas 46 - 497 
64 Ibidem página 285 



       
SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 

Ponente: Sergio Raúl Cardoso González 
Rad. 05001 31 03 013 2019 00324 01 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social” 

 

 
TSMSENTENCIACIVILSEGUNDAINSTANCIAV022022      Página 30 de 

37 

Por otra parte, se censura el reconocimiento porque el demandante 
manifestó que seguía vinculado laboralmente con la empresa y le pagan 
por las incapacidades, lo que implicaría un doble salario y un 
resarcimiento doble, igual situación que se presentaría si se le otorgara 
pensión de invalidez.  
 
Para resolver la inconformidad, téngase en cuenta que, las incapacidades 
y el eventual reconocimiento de la pensión tiene una fuente y un objeto 
distinto a la indemnización por daños a cargo de los demandados, se trata 
de una prestación propia del sistema de seguridad social por el riesgo de 
pérdida de capacidad laboral, entendimiento que ha acogido la Corte: 

 
“Los postulados anteriores se han replicado en tiempos más 
próximos por esta Sala, abriéndose paso el criterio de que las 
prestaciones derivadas del sistema de seguridad social o de riesgos 
profesionales (pensión de vejez, de invalidez o sobreviviente) no 
tienen naturaleza indemnizatoria, dado que su origen deviene de 
los aportes realizados para dichos riesgos, sin atender la 
verificación de un daño o su cuantía, por lo que no devendría per 
se incompatible el pago de la pensión de invalidez o sobreviviente 
con la indemnización de perjuicios a cargo de un tercero causante 
del daño sufrido por el empleado, precisándose «que bien distintas 
son las acciones para reclamar indemnización y prestaciones 
sociales en asuntos laborales, de las civiles para demandar 
resarcimiento de perjuicios, por corresponder a fuentes diferentes; 
en aquella, lo será el contrato de trabajo y/o las leyes laborales que 
regulan el sistema de seguridad social, según el caso, y en esta, el 
daño infringido a la víctima, que puede o no venir precedida de una 
relación jurídica preexistente»”65. 

 
Conforme a lo anterior, las prestaciones económicas del Sistema de 
Seguridad Social y el resarcimiento de perjuicios por la producción de un 
daño no resultan incompatibles, pues su origen y fuentes son diversas, 
razonamiento por el cual no se acoge el reproche de la alzada. 
 
En este punto, se encuentra acertada la decisión de reconocimiento del 
lucro cesante con ocasión de la frustración de las ventajas económicas 
esperadas y que se encuentran acreditadas por la pérdida de capacidad 
laboral superior al 50%, de las certificaciones y colillas de nómina que 
demuestran los ingresos de James Alejandro. 
 
Ahora bien, la parte demandante reprochó la tasación que realizó la Juez 
respecto del salario promedio mensual del demandante, al aplicarle el 
porcentaje de pérdida de capacidad laboral dictaminado, equivalente al 
52.78% cuando la base debía realizarse con base en el 100% de los 
ingresos del actor. 
 

                                        
65 SC2498-2018 de 3 de jul. Rad. 2006- 00272-01. Ver también las sentencias SC17494-2014, SC295- 2021). 
Citadas en Sentencia SC 506 del 17 de marzo de 2022. MP. HILDA GONZÁLEZ NEIRA 
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El caso que se analiza no se sitúa en el regular evento del cual, a partir de 
la acreditación de pérdida de capacidad laboral, se deduce como 
retribución de la víctima un salario mínimo. 
 
Las particularidades del asunto van más allá de tal presunción, pues 
pruebas como las certificaciones de la actividad laboral y de la prestación 
de servicios arbitrales permiten determinar con fuerza demostrativa 
suficiente los reales ingresos del actor, sin necesidad de acudir a 
interpretaciones hipotéticas y presuntivas.  
 
Igualmente, resulta demostrado con suficiencia que James Alejandro 
sufrió una pérdida de capacidad laboral de 52.78% según dictamen de la 
Junta de Calificación de Invalidez de Antioquia, que tal merma obedeció a 
diagnósticos que afectaron su locomoción y funcionalidad en los 
miembros superiores en forma permanente, lo que necesaria e 
innegablemente repercutió en su rol de empleado y en la labor que 
desempeñaba como árbitro y le impiden continuar ejecutándolo por el 
resto de su vida.  
 
Impedimento que, en la función arbitral, el testigo Jhon Fredy Gutiérrez 
Salas corroboró, pues al preguntarle si James Alejandro podría seguir 
arbitrando respondió: “No, le dijimos que al menos bregar con las manos, 
ya ni con las manos, ni en la mesa de control nos podía servir”. 
 
Derivándose que, la pérdida de capacidad laboral sufrida por James 
Alejandro afectó gravemente su capacidad productiva, como quiera que le 
impidió no solo continuar su rol de empleado al servicio de la empresa 
Operadores de Servicios, sino que trascendió y afectó incluso la actividad 
que desarrollaba extra laboralmente y en la que se proyectaba a futuro, 
nótese tal circunstancia de las certificaciones de la Liga Antioqueña de 
Futbol de Salón donde consta la asistencia del actor a diferentes jornadas 
de actualización y escalafón departamental, o menciones de 
reconocimiento por el oficio, inclusive, como “mejor juez de fútbol de salón 
en el año 2013” 66 , de manera que, existen elementos que generan 
conocimiento sobre cuál era el rol que James Alejandro desempeñaba en 
el campo laboral y extra laboral en forma fructífera. 
 
Los elementos de convicción recaudados evidencian la existencia de un 
verdadero lucro cesante que amerita ser indemnizado en acogimiento del 
concepto previsto en el art. 38 de la Ley 100 de 1993 que, en su tenor 
literal prescribe: “se considera inválida la persona que, por cualquier causa 
de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 
50% o más de su capacidad laboral”. 
 
Es que el actor presentó una pérdida de capacidad laboral superior al 50%, 
en aplicación de la norma se estima en condición de invalidez y de cara a 
los medios demostrativos se acredita una verdadera pérdida de la 
capacidad productiva del actor, así, se concluye que, debe acogerse el 

                                        
66 Ibidem página 282 
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reproche del apelante para adoptar como base para liquidar el lucro 
cesante el 100% de los ingresos, sin descontar el porcentaje de la merma 
laboral dictaminada por la Junta de Calificación. 
 
Postura que asumió la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SC2498 de 
2018 donde liquidó el lucro cesante de una persona con incapacidad 
laboral de 51,16%. Para el cálculo estimó: 
 

“El 27 de mayo de 2009 fue certificada una incapacidad laboral de 
51.16%, por tal motivo, al ser la misma superior al 50%, se debe 
indemnizar como si fuera por un 100%, tal como lo dispone el 
artículo 38 de la Ley 100 de 1993”. 

 
Igual proceder acaeció en Sentencia SC4966 de 2019 por una PCL de 
65.58%. 
 
Y en pronunciamiento más reciente, la Corte en Sentencia SC3919 de 2021 
en tratándose de una víctima directa, menor de edad, con dictamen de 
pérdida de capacidad laboral de 94.62%, estimó acertada la sentencia 
emitida por el juez de primera instancia, quien calculó el lucro cesante 
adoptando como base el salario mínimo sin ninguna deducción, desde los 
18 años (edad productiva) hasta la expectativa de vida de la niña. Sostuvo 
el máximo tribunal: 

 
“tampoco se evidencia yerro en la mensura realizada por el juzgado 
de primera instancia, en razón a que dicho estrado judicial se fundó en 
la probabilidad de vida de la aludida demandante, así como la aptitud 
laboral que hubiera ostentado al cumplir la mayoría de edad, y aplicó 
el salario mínimo legal mensual”. 

 
Precedente que refuerza la tesis que sostiene la Sala para acoger en esta 
oportunidad, el ingreso total acreditado por el demandante, por 
encontrarse demostrado con suficiencia los ingresos percibidos por el 
actor, sumado a la acreditación de una real pérdida de capacidad 
productiva, presupuestos determinantes para estimar el reproche. 
 
Conforme lo anterior, para la cuantificación se tendrá en cuenta el 100% 
de los ingresos del actor, por tanto, la condena emitida será modificada en 
lo pertinente. Adicionalmente, el Juzgado tomó como base el salario que 
Operaciones de Servicios S.A. E.S.P., certificó para el año 2019 cuando los 
hechos ocurrieron en 2017, año en el cual el demandante devengaba un 
salario de $801.000 mensuales, por tanto, será esta suma la acogida para 
la liquidación que sigue.  
 
En síntesis, para la cuantificación, se tendrá en cuenta el ingreso percibido 
por salario para la fecha de ocurrencia de los hechos (noviembre de 2017), 
es decir, la suma de $801.000, se liquidará sobre el 100% de la pérdida de 
capacidad laboral, por lo tanto, la base de liquidación será $801.000; a esa 
suma se le aumentará el 25% equivalente a las prestaciones sociales 
resultando $1.001.250; valor al que se agrega la suma de $500.000 como 
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contraprestación que, en promedio, recibía James Alejandro por el 
desempeño como árbitro de futbol de salón, así, la base para la liquidación 
de la indemnización por lucro cesante será $1.501.250 mensuales, sobre 
la cual se ha de liquidar la indemnización del daño, desde la fecha del 
accidente 2/11/2017 a la fecha de la presente decisión 31/8/2022. 
 
Traída a valor presente, con la aplicación de la fórmula de actualización: 
 
VH: $1.501.250 
Índice inicial: 96,55 (Noviembre de 2017)67 
Índice final: 120,27 (julio de 2022)68 
 
En definitiva, se establece: 
 
VA = $1.501.250 X 120,27 / 96,55, lo que arroja el monto de $1’870.070,82 
 
Aplicando el aludido criterio de actualización, para el cálculo del lucro 
cesante se tomará como ingreso base la suma de $1’870.070,82. 
 
Así entonces, la liquidación del lucro cesante consolidado para el término 
indicado y con la fórmula aplicada por la Corte Suprema de Justicia69, es 
como se detalla a continuación: 
 
Lucro Cesante Consolidado: 
 

𝐿𝐶𝐶: 𝑅𝑎 
(1 + 𝑖)𝑛 − 1

𝑖
 

 
Donde: 
Ra: renta actualizada: $1’870.070,82 
i:  Interés puro corriente: 0.004867 
n:  Meses a liquidar: 57 (noviembre 2017 hasta agosto 2022) 
 
LCC: $122’506.143,6 
 
Conforme lo anterior, el lucro cesante consolidado a favor del demandante 
JAMES ALEJANDRO CORRALES, corresponde a $122’506.143,6. 
 
Lucro Cesante Futuro: 
 
Para el lucro cesante futuro, se efectuará la liquidación, desde la fecha de 
esta sentencia (fecha de reconocimiento final del lucro cesante 
consolidado), hasta la edad de vida probable del señor James Alejandro 
Corrales, atendiendo que la víctima para el año 2017 tenía 38 años, 

                                        
67  Estos índices pueden consultarse en el link https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-
tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-consumidor-ipc. 
 
68 El más reciente certificado por el DANE 
69 Frente a la fórmula de indexación y liquidación del lucro cesante véase las sentencias CSJ SC4322 del 17 de 
noviembre de 2020, rad. 2006-00514-01; SC512 del 5 de marzo de 2018, rad. 2005-00156-01; SC15996 del 
29 de noviembre de 2016, rad. 2005-00488-01; SC5885 del 6 de marzo de 2016, rad. 2004-00032-01. 
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contaba con 38 años y una expectativa de vida de 40.8 años, según 
Resolución 110 de 2014 de la Superintendencia Financiera. 
 
Se aplica la siguiente fórmula: 
 

𝑳𝑪𝑭: 𝑹𝒂 
(𝟏 + 𝒊)𝒏 − 𝟏

𝒊 (𝟏 + 𝒊)𝒏
 

 
Donde:  
 
n: Número de meses de la esperanza de vida de la víctima. Para el año 
2017, el señor James Alejandro contaba con 38 años de edad y según la 
tabla de mortalidad de la Superintendencia Financiera, con una esperanza 
de vida de 40.8 años, es decir, 489.6 meses; menos los que ya se tuvieron 
en cuenta para el cálculo del LCC, que fueron 57, se tiene un total de: 397.4 
meses 
 
LCF: $328’433.375,42 
 
Conforme lo anterior, el lucro cesante futuro a favor del demandante 
James Alejandro Corrales, corresponde a $328’433.375,42 
 
5.2.2 Perjuicios extrapatrimoniales. 
 
Recriminó la parte actora que el a quo se apartara de los criterios referidos 
en sentencias de unificación proferidas por el Consejo de Estado, a su 
juicio, la indemnización por perjuicios extrapatrimoniales en ambas 
modalidades no podía ser inferior a 100 SMMLV. A su turno, el extremo 
pasivo consideró excesivas las condenas por daño moral y a la vida de 
relación. 
 
Sea lo primero advertir que, las condenas impuestas por perjuicios 
extrapatrimoniales en la primera instancia atienden los criterios y 
cuantificación que ha establecido la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, sin que sean vinculantes los pronunciamientos que en la materia 
ha establecido el Consejo de Estado, dado que no es órgano de cierre de la 
jurisdicción ordinaria civil, en consecuencia, es la Corte Suprema de 
Justicia el superior jerárquico respecto de quien es vinculante el 
precedente vertical. 
 
Adviértase dos precedentes jurisprudenciales en materia de lesiones 
corporales. La sentencia SC12994/2016 que tasó el daño moral en 
$56’670.000 para una víctima directa de lesiones, secuelas corporales y 
en el rostro de carácter permanente, a causa de accidente de tránsito, 
suma que para la época se traducía en 82 SMMLV y, la sentencia SC562-
2020 que reconoció una suma de $60.000.000 (aprox. 68 SMLMV) y 
$30.000.000 para la víctima directa y para los padres de una persona que 
sufrió ceguera total en ambos ojos por extirpación de sus globos oculares, 
parálisis parcial del cuero, trastorno mixto del desarrollo con síntomas 
autistas, entre otras afectaciones en el nacimiento. En esa misma decisión 
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se reconocieron perjuicios a la vida de relación por $70.000.000 (más de 
70 SMLMV).  
 
Del marco jurisprudencial en comento, se observa que la estimación 
efectuada atiende a las reglas de equidad, no se observa irracional, 
insuficiente o desbordada a partir de las secuelas que el accidente le dejó 
al actor. 
 
En efecto, nótese que la estimación por daño aquí realizada es inferior a 
los precedentes referidos, empero, el presente caso no reporta la misma 
intensidad y gravedad en las lesiones y secuelas. La condena por daño 
moral es cercana a sumas ya reconocidas por lesiones corporales, 
resultando adecuada la tasación y atiende a las circunstancias especiales 
del caso, como quiera que las lesiones provocaron en el demandante dolor 
físico, el sometimiento a procedimientos médicos y terapias que causan 
dolor, angustia, irritabilidad, las disfuncionalidades permanentes 
variaron drásticamente las condiciones afectivas del demandante al punto 
de requerir servicios de siquiatría y contar con padecimientos que afectan 
su salud mental, situaciones que necesariamente perturban 
emocionalmente a Mónica del Pilar como su compañera permanente. 
Deriva de tales circunstancias que, la tasación es adecuada, concordante 
con criterios jurisprudenciales y acorde al principio de reparación integral 
de cara a las circunstancias particulares del afectado. 
 
Frente a la vida de relación, se extraen como precedentes de la Corte 
Suprema de Justicia, la sentencia SC 09/12/2013 rad 
88001310300120020009901, en el que se tasó en $140.000.000 con 
reducción del 50%, por las lesiones que originó una incapacidad 
permanente total superior al 75%. Diagnósticos adicionales como 
ceguera, hidrocefalia, impedimento para ponerse de pie, para tener 
relaciones sexuales, entre otros; la SC4803/2019 que condenó a 50 smmlv 
por daño a la vida en relación por perdida de la capacidad de la locomoción 
permanente, por menguar su desempeño laboral y realización en el campo 
de la vida; SC562/2020. Que tasó en $70.000.000 el daño a la vida en 
relación por secuelas permanentes e irreversibles (ceguera en ambos ojos, 
perdida de la visión, etc). 
 
De los precedentes se infiere que la tasación realizada se ajusta a criterios 
adoptados por la Corte en eventos de lesiones corporales, sin que resulte 
excesiva, pues en este caso, debe tenerse presente que no es lo mismo la 
valoración de un perjuicio para un adulto que para un anciano, para quien 
goza de perfecto estado de salud que para alguien que no contaba con el 
mismo, para un deportista como en este caso, que para quien no lo es. 
Destáquese que, James Alejandro se desempeñaba como árbitro, 
demostrando ser una persona destacada en el ámbito deportivo, conforme 
se acredita de los diplomas que militan en el expediente70  (diplomas de 
reconocimiento), situación esta última que justifica la cuantificación del 
daño. 

                                        
70 Ibidem páginas 287-296 
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En ese orden de ideas, el demandante vio deteriorada su calidad de vida 
ante la pérdida y la posibilidad de continuar desempeñándose como 
persona laboral activa, deportista y la privación de ejercer la actividad 
arbitral, función que disfrutaba y le causaba gran placer, conforme 
depusieron los testigos y que se evidencia de los diplomas otorgados por 
tal labor. 
 
Por lo anterior, atendiendo los parámetros establecidos por la Corte 
Suprema de Justicia, en ejercicio del arbitrio judicial, y dadas los daños 
morales acreditados se confirmará la condena al pago de perjuicios en 60 
SMMLV para la víctima y 25 para la compañera permanente. 
 

6. SÍNTESIS Y CONCLUSIÓN. 
 
La causa adecuada del daño la produjo el demandado Luis Jorge Díaz por 
realizar maniobra de adelantamiento invadiendo el carril izquierdo por el 
cual transitaba el demandante, sin adoptar las debidas precauciones, 
conducta que infringe los artículos 60, 61, 68 y 73 del Código Nacional del 
Tránsito. No se acreditó incidencia causal del demandante, ni causa 
extraña que exonere de responsabilidad a los demandados. 
 
Los perjuicios patrimoniales en la modalidad de daño emergente se 
encuentran acreditados con ocasión de las erogaciones realizadas por el 
demandante por concepto de gastos de transporte y la contratación de una 
persona que lo asista, necesaria para la realización de actividades 
cotidianas del demandante, las cuales no puede desarrollar por sí mismo. 
El lucro cesante se demostró en atención a la frustración de las ventajas 
económicas esperadas, en virtud de la pérdida de capacidad laboral 
superior al 50%.  
 
La tasación de perjuicios patrimonial y extrapatrimonial es acertada de 
cara a los daños irrogados a los demandantes, atiende los principios de 
reparación integral y observa criterios jurisprudenciales. Se impone la 
necesidad de modificar la decisión frente a la liquidación del lucro cesante, 
en el sentido, adoptar como base el 100% de los ingresos del actor, sin 
deducción del porcentaje de PCL y el salario acreditado para la época 
ocurrencia del siniestro.    
 
No habrá condena en costas, considerando que prosperó parcialmente el 
reparo de los demandantes frente a la tasación de perjuicios por lucro 
cesante. 
 
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN SALA 
PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL, administrando justicia en nombre de la 
República y por autoridad de la ley; 
 

7. RESUELVE. 
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PRIMERO: MODIFICAR parcialmente el ordinal tercero de la sentencia de 
fecha 17 de febrero de 2020, proferida por el Juzgado Trece Civil del 
Circuito de Medellín en el asunto de la referencia, el cual queda de la 
siguiente manera: 
 

TERCERO: Condenar a Operaciones Nacionales de Mercadeo Ltda. y a Luis 
Jorge Díaz Alarcón a pagar las siguientes sumas de dinero: 
 
a) Para James Alejandro Corrales las siguientes sumas de dinero: 
 
- Daño emergente consolidado: $27’826.906,80 
- Daño emergente futuro: $219’916.180,86 
- Lucro Cesante Consolidado: $122’506.143,6 
- Lucro Cesante Futuro: $328’433.375,42 
- Daño moral: 60 SMMLV 
- Daño a la vida de relación: 65 SMMLV 

 
b) Para Mónica del Pilar Serna la suma de: 

 
- Daño moral: 25 SMMLV 

 
SEGUNDO: En lo demás permanece incólume la sentencia de primera 
instancia. 
                                                                                
TERCERO: Sin condena en costas en esta instancia. 
 

NOTIFÍQUESE 
 
 
 

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ 
Magistrado 

 
 

 
MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

Magistrado 
 
 

(Con salvamento de voto) 
JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

Magistrado 
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Medellín, dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

Radicado: 05001 31 03 013 2019 00324 01 

 

 

SALVAMENTO PARCIAL DEL VOTO 

 

 

Compartiendo lo decidido vía alzada respecto a la responsabilidad 

del demandado, a quien se le debe tener como el único causante del 

suceso reprochado, no sucede lo mismo con lo que se refiere a la 

indemnización de perjuicios, especialmente los patrimoniales en la 

modalidad de lucro cesante futuro.  

 

En primer lugar, dice la posición mayoritaria que han de reconocerse 

en promedio $500.000,oo mensuales, los cuales recibía el lesionado 

por el desempeño como árbitro de futbol de salón. Pues bien, de tal 

actividad, que no existe duda, marcadamente debe tenérsele como 

ocasional y de orden recreativo, además las reglas de la experiencia 

indican que ello se ejerce durante periodos determinados de la vida.  
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Es decir, ¿cómo reconocer tal rubro durante la expectativa de vida 

del lesionado y que en este caso es 40.8 años?. Difícil, en la medida 

que tal ingreso es tan incierto y ocasional que respecto a ello es 

ausente la cotización a la seguridad social.  

 

Otra cosa es su actividad laboral ejercida cuando fue lesionado, la 

que se demuestra con su vinculación a la persona jurídica 

OPERADORES DE SERVICIOS S.A. ESP, en su condición de como 

controlador de niveles de tanques de almacenamiento, por lo que se 

demostró que mensualmente devengaba de $899.000; sin embargo, 

el disenso aquí plasmado deviene que se considerara el 100%, es 

decir, la totalidad de lo percibido para esos fines.  

 

Tal porcentaje se desprende de la lectura que se le hace al artículo 

38 de la Ley 100 de 1993, y de precedentes verticales que se citan 

sobre la materia1.  

 

Pues bien, tal norma que hace parte sistema de seguridad social 

integral, indica; “Para los efectos del presente capítulo se 

considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no 

profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% 

                                                           
1 Para el efecto la posición mayoritaria argumentó lo siguiente: “Los elementos de 

convicción recaudados evidencian la existencia de un verdadero lucro cesante que 

amerita ser indemnizado en acogimiento del concepto previsto en el art. 38 de la Ley 100 

de 1993 que, en su tenor literal prescribe: “se considera inválida la persona que, por 

cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere 

perdido el 50% o más de su capacidad laboral”… Es que el actor presentó una pérdida 

de capacidad laboral superior al 50%, en aplicación de la norma se estima en condición 

de invalidez y de cara a los medios demostrativos se acredita una verdadera pérdida de la 

capacidad productiva del actor, así, se concluye que, debe acogerse el reproche del 

apelante para adoptar como base para liquidar el lucro cesante el 100% de los ingresos, 

sin descontar el porcentaje de la merma laboral dictaminada por la Junta de Calificación… 

Postura que asumió la Corte Suprema de Justicia en Sentencia SC2498 de 2018…” 
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o más de su capacidad laboral.” (subrayado adrede), coligiéndose 

que tal supuesto se refiere a aspectos pensionales, pues a ello se 

alude en tal capítulo. Si fuera como se hizo, también habría que 

aplicar el artículo 40 del mismo Estatuto de la Seguridad Social, el 

que deja en claro que “La pensión por invalidez no podrá ser superior 

al 75% del ingreso base de liquidación.”, sin que tampoco se pudieran 

hacer reconocimientos por prestaciones sociales u otros rubros.  

 

Es más, integralmente el sistema de seguridad social pensional, en 

su artículo 44 deja en claro que  “estado de invalidez podrá revisarse” 

cada tres años.  

 

Si ello es así, dentro de un método de interpretación sistemático, se 

tiene que el supuesto normativo aplicado mayoritariamente no es el 

adecuado para establecer la indemnización, quedando solamente el 

porcentual propio de la incapacidad, al que inveteradamente ha 

acudido la doctrina.  

 

Entonces, reconocer el lucro cesante futuro por el 100% de los 

ingresos estando ante una pérdida de capacidad laboral parcial, no 

es procedente, pues si la incapacidad es parcial, en tal proporción es 

lo que debe reconocerse. 

 

Cordialmente:   

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

Magistrado 


